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				INTRODUCCIÓN

				En este libro nos adentraremos en la densidad histórica de las desigualdades sociales, el racismo y la violencia implícitos en el proceso de modernización capitalista en Guatemala, desde los albores de la Independencia hasta 1930.

				Las preguntas que me llevaron a profundizar en estos problemas tienen su origen en una investigación previa en la que estudié las transformaciones que produjo el reciente conflicto armado interno en la vida cotidiana, las relaciones de poder y las formas de entender lo político en una localidad K’iche’ ubicada en el norteño departamento del Quiché.[1] En aquella investigación asumí como punto de partida las memorias de hombres y mujeres K’iche’s con el objeto de recuperar sus interpretaciones acerca de lo sucedido durante la guerra. Asimismo, me interesé en entender por qué los mapas de las matanzas generalizadas y la política de tierra arrasada que el Estado llevó a cabo en contra de la población indígena coincidían con los mapas de la pobreza extrema y, particularmente, con los pueblos ubicados en la periferia de las Tierras Altas Noroccidentales que, desde la segunda mitad del siglo XIX, las elites oligarcas y el Estado de Guatemala trataron de organizar como “reservas de mozos” que proveyeran de “brazos” a las plantaciones agroexportadoras, (primero cafetaleras y luego cañeras y algodoneras) ubicadas en la Bocacosta y en la Costa del Pacífico. 

				Anoto lo anterior porque en dicha investigación era absolutamente relevante la manera en que los y las entrevistadas K’iche’s entretejían sus memorias de la guerra con la historia del despojo y privatización de sus tierras comunales por parte de las elites ladinas de la región, y las distintas modalidades del trabajo forzoso o precariamente remunerado en “las fincas de la tierra caliente”. En sus relatos los K’iche’s recordaban las largas caminatas que año tras año habían hecho sus abuelos y padres hasta llegar a los espacios de “la tierra caliente” y aludían a los peligros e inequidades que experimentaban en dichos espacios. Al mismo tiempo, se referían a las complicadas relaciones de subordinación y dependencia que establecieron con los ladinos de su pueblo mediante el sistema de peonaje por deudas y los abusos y agravios recibidos de éstos. También evocaban las distintas maneras en que los K’iche’s le ganaban importantes batallas al patrón, el cual podía ser desde el habilitador hasta el administrador de la finca, pero muy raras veces al mismo patrón a quien difícilmente llegaban a conocer. Alrededor de estas memorias acerca de un “mundo finquero y ladino”, los K’iche’s fundamentaban las razones de su participación política en las organizaciones eclesiásticas, campesinas y guerrilleras, o exponían los motivos de su participación en las luchas campesinas de fines de los años setenta y principios de los ochenta; y su particular empeño por deponer aquellas autoridades municipales comprometidas con los intereses de los finqueros. Finalmente, estas memorias indígenas hacían referencia a la persecución y actos de extrema crueldad cometidos por las fuerzas armadas en sus comunidades, y lo difícil que aún sigue siendo para muchos de ellos entender la magnitud de la destrucción, el genocidio y la violencia estatal. 

				Teniendo presentes las distintas maneras en que los K’iche’s articularon una concepción moral del recuerdo acerca de las iniquidades, el racismo y la violencia sufrida en las plantaciones agroexportadoras y su relación con la guerra, en esta investigación quise tomar una distancia metódica de los hechos de violencia en sí e investigar la profundidad de sus huellas históricas. Dicho de otro modo, en esta investigación me interesé en estudiar el proyecto de modernización capitalista (cafetalero/agroexportador) que vinculó de manera desventajosa los espacios finqueros del declive Pacífico y los pueblos indígenas (K’iche’, Mam, Ixil, Chuj, entre otros) ubicados en la periferia de las Tierras Altas de los Cuchumatanes y la Sierra Madre y que fueron escenario de las más cruentas masacres durante los años ochenta del siglo XX.[2] Hacer este ejercicio genealógico por los trayectos que recorrió el modelo de modernización dominante en Guatemala nos ofrece claves para entender la densidad de las ideas, representaciones y prácticas sociales que hicieron posible la violencia extrema, el terror estatal y la guerra genocida que marcó la historia reciente de este país.

				Siguiendo la sugerencia que nos hace Zygmunt Bauman (1998) respecto a que los acontecimientos en los que se expresa la crueldad extrema nos permiten ver los aspectos de los procesos de modernización que regularmente pasan desapercibidos, o no queremos ver porque atañen profunda y directamente a nuestra sociedad, en este libro analizaremos las profundas desigualdades sociales y el racismo implícitos en el modelo de “modernización” agroexportadora que están en el trasfondo de las “soluciones” violentas asumidas por el Estado de Guatemala frente a los procesos de disputa social. Mi argumento es que el despliegue de la violencia y los actos de genocidio cometidos por el Estado durante el conflicto armado interno, no son ajenos a todas aquellas ideas y representaciones de la “modernidad” y el “progreso” que privilegiaron la eugenesia e inmigración europea, el fomento de la economía de plantación y el enriquecimiento desmedido de oligarcas nacionales y extranjeros a expensas de las formas de reproducción de la vida de la mayoría de la población indígena. En otras palabras, no son ajenos a la iniquidad y múltiples formas de abuso del sistema de dominación finquera que se estableció desde los años setenta del siglo XIX y cuya crisis más profunda se expresa a fines de los años setenta e inicios de los ochenta del siglo XX con las intensas movilizaciones de los trabajadores de las plantaciones de la Bocacosta y Costa Sur en reclamo al aumento del salario mínimo y condiciones dignas de trabajo; y la inmediata represión del Estado de Guatemala. 

				Concretamente, a lo largo de este libro observaremos las tensiones y desigualdades socio-territoriales provocadas por el proceso de modernización capitalista desde los espacios ocupados por el circuito cafetalero suroccidental cuyas plantaciones se ubican en la Bocacosta de San Marcos (departamento de Guatemala colindante con el Soconusco chiapaneco) y las comunidades Mam ubicadas en Los Altos de los departamentos de San Marcos y Huehuetenango, articuladas a las plantaciones de café a través del sistema del peonaje por deudas, cuya expresión más inicua fue “la finca de mozos”.[3] La configuración de este circuito cafetalero supuso un proceso contradictorio de dependencia y diferenciación entre las plantaciones cafetaleras ubicadas en las Tierras Bajas del declive Pacífico y las Tierras Altas indígenas del Altiplano Noroccidental, definidas desde fines del siglo XIX como los territorios del “atraso” y la pobreza, pero también como los espacios de “reserva” de trabajadores indígenas requeridos por los finqueros y funcionarios del Estado para levantar la cosecha del café y construir la infraestructura necesaria para la producción y circulación y comercialización de esta importante mercancía de la agroexportación guatemalteca. Los ancianos Mam que tuve la oportunidad de entrevistar en el trabajo de campo, todavía en 2005 recordaban con detalle los diferentes mecanismos y modalidades del trabajo forzoso o “trabajos de puro gratis” que tuvieron que hacer en la apertura de brechas de montaña, en la construcción de caminos y tomas de agua en las plantaciones cafetaleras; en la construcción de carreteras, puentes, túneles, tendido  de las vías del ferrocarril y puertos en el litoral Pacífico.

				Teniendo en cuenta las memorias Mam analizo los nexos entre el proceso de modernización capitalista, la producción de la desigualdad y el racismo en Guatemala. Asumí como escala de análisis el circuito cafetalero de San Marcos, pues ésta me permitió ampliar el ángulo de observación más allá de la interacción cara a cara que se establecía entre ladinos e indígenas en los espacios del mundo finquero (plantaciones  cafetaleras y comunidades indígenas adscritas a éstas) e identificar al conjunto de actores que intervinieron en aquellas iniciativas que buscaban “modernizar” el agro guatemalteco e impulsar la economía de plantación. La noción de circuito me permitió observar con especial atención las formas de interacción que se establecieron entre los representantes de las casas comerciales europeas con sede en Hamburgo y Bremen, las elites oligarcas que reivindicaban su criollismo o su origen europeo (según el caso), los representantes de la institucionalidad del Estado en el espacio local y regional, los intermediarios ladinos y los trabajadores indígenas de las comunidades de las Tierras Altas de Huehuetenango vinculados a las fincas de la Bocacosta cafetalera de San Marcos. 

				Asimismo, la noción circuito cafetalero me permitió observar cómo se establecieron las bases del sistema de dominación finquera sobre el cual se desarrolló la economía de plantación en Guatemala y cuyos principales productos durante el siglo XX fueron el café, la caña de azúcar y el algodón.[4] En otras palabras, la noción de circuito nos permite trascender la escala local y movernos con versatilidad en los distintos espacios (local/global) en donde se efectuaba la producción, circulación, almacenamiento, comercialización y consumo del café. En síntesis, la idea de circuito me permitió observar el dinamismo de los entramados de poder local y transnacional que dieron forma a las plantaciones cafetaleras en la Bocacosta de San Marcos, específicamente, aquellas ubicadas en los municipios de San Rafael Pie de la Cuesta, San Pablo, El Rodeo, El Tumbador, La Reforma y El Quetzal adonde, año con año, migraban las comunidades Mames de las Tierras Altas de los Cuchumatanes durante el corte del café (ver el mapa en el que se representan los espacios de las Tierras Altas y Tierras Bajas del declive Pacífico que eran parte del circuito cafetalero San Marcos). En los diferentes espacios de este circuito observo los juegos de poder que producen la desigualdad social y las distinciones socio-raciales que dieron forma a la geografía finquera y al Estado de Guatemala en un contexto de expansión colonial europea e intensa circulación de personas, capitales y mercancías.

				Si bien en esta introducción no expondré los debates que orientaron las búsquedas de esta investigación, a manera de coordenadas vale decir que la interpretación que desarrollo en los diferentes capítulos de este libro se nutrió con las ideas de varias perspectivas teóricas cuyo punto de encuentro es el que cuestionan las interpretaciones normativas y evolucionistas de la modernidad y el progreso. Quizá la más antigua de estas corrientes sea la sociología crítica alemana que se desarrolla después de la Segunda Guerra Mundial, sobre todo, después de Auschwitz, cuando los esquemas de interpretación de las ciencias sociales fueron ampliamente cuestionados por su ceguera frente a las conexiones cruciales que se establecen entre las ideas de la modernidad –entendida como progreso–, la constitución de regímenes autoritarios y la disposición del racismo y la violencia (Adorno y Horkheimer, [1944] 2005; Arendt, [1951] 2004). En contrapartida, esta perspectiva plantea que en los principios inherentes a la modernidad se gesta y despliega la posibilidad del racismo y la destrucción explícita y brutal que observamos en aquellas situaciones en las que un Estado comete actos de crueldad extrema contra un determinado grupo de la población (Bauman, 1998). Por consiguiente, en esta corriente de pensamiento se busca observar la relación entre creatividad y violencia. Esto significa observar las relaciones que se establecen entre el desarrollo cultural, económico, político y militar de la modernidad y el papel destacado que han jugado en ésta la violencia y las guerras (Joas, 2005). Siguiendo esta idea, en el trabajo de campo me dediqué a rastrear –en los diferentes archivos (Archivo General de Centroamérica, archivos departamentales y municipales, archivos de finca y archivos personales) y en las memorias de los actores que fueron claves en la definición del modelo de modernización dominante en Guatemala– aquellas ideas y representaciones de la modernidad que se fueron asentando desde el tardío siglo XIX y que hicieron posible, cuando no aceptable, la muerte del “Otro”, sobre todo si éste era un “indio sedicioso”, “subversivo” o “insurrecto”.
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				Otros de los debates que orientaron mis búsquedas fueron los que surgen a raíz de las luchas anticoloniales en África y el Sudeste Asiático (poscolonialismo, modernidades múltiples y formación cotidiana del Estado), pues éstos señalan la importancia de pensar los procesos de modernización desde la diversa actuación de los sujetos sociales y sugieren examinar las complejas conexiones que se establecen entre los discursos y representaciones de las modernidades (en plural), sus exigencias normativas e institucionales y la acción social de los sujetos que intervienen en éstos. Particularmente, los debates poscoloniales me ofrecieron herramientas analíticas para observar las distintas maneras en que los procesos de modernización capitalista se relacionan con la formación de los Estados nacionales y las nuevas empresas de colonización europea que se echan a andar en diferentes territorios de América Latina tras la independencia de España. De igual modo, me permitieron estudiar el racismo y las construcciones geohistóricas del “Otro”, examinando cómo se producen los discursos hegemónicos y subalternos en relaciones de dominación (Said, 2002; Pratt, 1986, 1992; Guha, 1999; Chakrabarty, 1999; Mignolo, 2004; Castro-Gómez, 2004).

				Utilizando el enfoque y metodología de los estudios poscoloniales, pude observar las formas que adquiere  el racismo clásico a fines del siglo XIX y primera mitad  del XX, a partir de un doble movimiento: por un lado, desde la formación de la nación y el nacionalismo y, por el otro, desde la creciente expansión colonial de Europa y las disputas entre las potencias por establecer su hegemonía en toda Centroamérica. Siguiendo esta línea de interpretación, perdía sentido el estudiar los procesos de modernización económica y formación del Estado en Guatemala, si a la vez no observaba sus relaciones con la institucionalización de las ciencias sociales, el desarrollo de las fuerzas económicas y políticas de los centros de la economía mundial y la creciente transnacionalización que está ocurriendo en el tardío siglo XIX. En el caso que nos ocupa, estas “fuerzas” económicas y políticas de los centros de la economía mundial adquieren el rostro de individuos concretos, viajeros, intelectuales, accionistas y representantes de casas comerciales y empresas de navegación y transporte y cónsules europeos que llegan a la región con las políticas de agroexportación e inmigración promovidas por las elites liberales entre 1860-1930. El seguir las huellas de estos sujetos fue particularmente revelador del papel activo que jugaron en la formación de la economía de plantación, el re-ordenamiento del territorio nacional, la definición de la institucionalidad estatal y las formas de gubernamentalidad finquera.

				La propuesta medular de estos nuevos enfoques (estudios poscoloniales y modernidades múltiples) consiste en reexaminar la pluralidad/disparidad tanto de los grupos de poder como de los sujetos subalternos, y las distintas maneras en que éstos se encuentran inmersos en complejas relaciones de fuerza. Asimismo, subrayan la necesidad de recuperar la agencia de los grupos subalternos, quienes han moldeado los procesos de modernización y han sido moldeados por ellos, tomando en cuenta que sus lógicas de participación son múltiples y contradictorias y, en muchos casos, una mezcla de acomodo pasivo, deferencia, ambivalencia, resentimiento y rebelión (Dube, 2001:69).

				En América Latina, los académicos que han tratado el problema de las modernidades múltiples sugieren reevaluar la tendencia de las elites a recrear diseños de “modernidad” que tenían como premisas una afinidad cultural con Europa, a la luz de la interacción con una historia y una cultura popular-indígena (Zermeño, Lira, Saldaña-Portillo y Castro Gómez y Mignolo, 2004). Estos intelectuales proponen observar críticamente la presencia tangible del imaginario colonial que se halla en el interior de las orientaciones modernas del poder y el conocimiento.

				El potencial analítico de estos enfoques de las modernidades múltiples y la constitución del Estado desde la vida cotidiana nos permiten observar el entrelazamiento del poder disciplinario del “Estado moderno”, las relaciones hegemónicas del sistema capitalista, los sistemas de conocimiento y la producción de las diferencias sociales. En esta investigación, dicho enfoque, por una parte, me permitió examinar las conjunciones críticas entre el poder de las elites que abogaban por el progreso y la modernización del país, la formación del Estado y la cultura de los grupos subalternos, así como las múltiples conexiones entre una modernidad dominante y los pasados subalternos y, por otra, pude observar las distintas maneras en que las diferencias de clase, raza, género y ubicación fueron afectadas por el poder y, viceversa, cómo el poder ahondó dichas diferencias.

				Finalmente, para comprender las distintas maneras en que las políticas de modernización del agro guatemalteco transformaron los territorios y agrosistemas indígenas, modelaron los circuitos del café y dieron forma al Estado, acudí a la discusión teórica acerca de la relación que se establece entre los procesos de modernización, el espacio y el tiempo propuesto por la geografía crítica. Estos debates me ofrecieron sugestivas herramientas para examinar las múltiples dimensiones de la modernización y los cambios profundos que ésta produce no sólo en el reordenamiento del espacio local-nacional-transnacional, sino en las relaciones cara a cara y el espacio íntimo del cuerpo. Esta perspectiva me permitió examinar cómo los principios de orden moderno se traducen en principios de orden espacial y cómo las instituciones modernas se sitúan en el tiempo y en el espacio (Giddens, 2003). En otras palabras, pude examinar cómo esos espacios de la “modernización” se redefinen y conceptualizan en estrecha vinculación con las relaciones sociales, los flujos económicos y las características físicas del territorio, pero también con las representaciones culturales de la población que los vive (Lefebvre, 1975). Me permitió observar que los procesos de disputa social siempre tenían traducciones espaciales y que los conflictos relativos al espacio (su apropiación, uso y manejo) revelan procesos de competición social que se enmarcan en relaciones de  poder mucho más amplias que el espacio localmente peleado (Hoffmann, 2002).

				LA ESTRATEGIA DE INVESTIGACIÓN Y ANÁLISIS

				Organicé la estrategia de interpretación y exposición de este libro en cuatro partes. En cada una abordo la relación entre modernización, racismo y violencia desde diferente ángulo y acudo a diversos archivos y fuentes bibliográficas y hemerográficas, literatura de exploración y viajes, memorias de vida, representaciones cartográficas, fuentes orales y fotográficas. 

				En la primera parte, titulada “Las hibridaciones entre lo colonial y lo moderno (1750-1880)”, argumento que, si bien los rasgos más distintivos del proyecto de modernización hegemónico en Guatemala (agroexportador, dependiente y autoritario) se definen con más vigor durante la segunda mitad del siglo XIX y la primera del XX, la comprensión de dichos rasgos exige hacer una lectura crítica del conflictivo proceso a partir del cual este modelo fue definiendo los marcos materiales y significativos que permitirán vivir y cuestionar la dominación dentro del nuevo orden. En esta parte del libro, reevalúo hasta qué punto los rasgos distintivos del modelo de modernización dominante que se impulsó en Guatemala son el resultado de una compleja hibridación entre un pasado colonial (inmediato) y las ideas acerca de la modernidad y el progreso que impulsaron las elites liberales y los inmigrantes europeos que llegaron a la región en búsqueda de riqueza, poder y ascenso social. Por consiguiente, doy seguimiento a diferentes iniciativas que impulsaron las elites liberales para promover la modernización capitalista en el Istmo Centroamericano durante la transición del régimen colonial a la formación de las nuevas repúblicas. Concluyo esta primera parte examinando el conflictivo proceso mediante el cual, el modelo de modernización agroexportador se establece como hegemónico entre 1860 y 1880, y las distintas maneras en que la herencia colonial influyó en la redefinición de las ideas acerca del progreso, la modernidad y el atraso. Finalmente, analizo –en el tiempo– quiénes fueron los diferentes sujetos que intervinieron de manera directa o indirecta en la definición de las ideas y prácticas modernizadoras, y reevalúo las distintas formas en que los grupos de poder y los grupos subalternos estuvieron inmersos en complejas relaciones  de fuerza. 

				En la segunda parte, intitulada, “Inmigración alemana, expansión colonial europea y formación del Estado”, examino las ideas y representaciones de la modernización desde el ángulo de los inmigrantes, cónsules y exploradores que llegaron a Guatemala entre 1860 y 1930 invitados por las elites liberales, a partir de la definición de una idea de modernización asociada a “la inmigración extranjera, preferentemente blanca, y proveniente de los países que se situaran en las escalas más altas de la civilización”. Sitúo estas políticas de inmigración en relación con el proceso de formación del imperio alemán y las estrategias de expansión colonial de los magnates del café, principalmente, de los comerciantes y financistas hanseáticos que optaron por invertir en la producción y comercialización del café en América Central, en tanto que el tipo de utilidades que ellos obtenían con las regalías, régimen de colonización y trabajo que impusieron en países como Guatemala siempre fueron más rentables que en cualquier otro espacio colonial.

				En esta sección del trabajo comparo la literatura de exploración y viajes (cartas, memorias de vida, relatos de viaje) y la producción académica de los intelectuales del norte y centro de Europa (principalmente alemanes) que llegaron a Guatemala en dicho periodo. Dado el poder e influencia que los viajeros, inmigrantes e inversionistas alemanes llegaron a ejercer en la economía cafetalera y en la formación del Estado, sus escritos son sumamente útiles para observar, no sólo las condiciones desventajosas en las que Guatemala se insertó en el mercado mundial, sino las nuevas formas de colonialismo que establecieron los empresarios, inmigrantes, representantes del Estado alemán en colaboración con los oligarcas guatemaltecos.

				A partir de la diversidad de fuentes mencionadas arriba, analizo las distintas maneras en que la mirada y la narrativa de estos viajeros e inmigrantes reinventan y codifican los espacios sociales, a la vez que ahondan y revitalizan las formas de diferenciación y jerarquías de tipo racial ya existentes desde la Colonia, pues la mayoría de estos inmigrantes (alemanes, suizos, suecos, ingleses, norteamericanos, etc.) venían de sociedades donde la blancura, la pureza de sangre y la pureza de origen actuaban como principios de ordenamiento social. Provenían de sociedades inmersas en la disputa por la hegemonía mundial y la conquista de nuevos espacios coloniales, en donde la avidez por alcanzar el dominio imperial situaba a las sociedades transatlánticas con toda su población “nativa” dentro de una jerarquía de subordinación. A título individual, empresarial e institucional, estos inmigrantes (principalmente alemanes) no tardaron en insertarse activamente en los círculos de las  sociedades locales y, desde sus diferentes espacios de acción política incidieron en la definición de lo que William Roseberry (2001) llamó los pactos oligárquicos de las nacientes repúblicas cafetaleras.

				Conforme el país emergía como uno de los principales productores de café en América Latina, el Estado guatemalteco se fue modelando como un Estado cautivo de los vaivenes de la economía global, endeudado con –y no pocas veces dependiente de– el capital y la tecnología de aquellas casas comerciales (radicadas en Londres, Hamburgo, Bremen, Amsterdam, Nueva York o Nueva Orleans) que influyeron activamente en los flujos comerciales (exportaciones e importaciones), la regulación o desregulación arancelaria, las prerrogativas que se concedían a los inmigrantes mediante las políticas de inmigración y la reorganización del territorio, la economía política y la cultura de los lugares conectados a los circuitos cafetaleros.

				En la tercera parte, titulada “Modernización capitalista y producción de las desigualdades territoriales”, nos adentraremos en el contencioso proceso a partir del cual se configura la geografía finquera sobre las bases de los antiguos territorios Mam de la Bocacosta y Costa Suroccidental. Observaremos la manera en que la narrativa e imágenes construidas  por las elites oligarcas sobre la modernización y el progreso se problematizó con la interacción del conjunto de sujetos que intervinieron en la disputa por los nuevos espacios del café, y cómo sus representaciones y prácticas espaciales compitieron y muchas veces desplazaron o marginalizaron a otros sujetos que entendían y vivían el espacio de manera diferente. Vistos desde esta perspectiva los territorios de la agroexportación fueron espacios larga y densamente peleados hasta llegar a constituirse en un tejido complejo de relaciones de dominación o, en palabras de Doreen Massey (1999), hasta llegar a constituirse en una suerte de “geometría del poder”.[5]

				En esta sección del trabajo discuto cómo la narrativa y diversas representaciones cartográficas hechas por políticos, geógrafos, geólogos y agrimensores acerca de la propiedad finquera, finalmente ocultaron la riqueza histórica de los territorios que estaban siendo vinculados a la agricultura comercial durante la segunda mitad del siglo XIX y primera del XX. En este caso, la aparente coherencia de las representaciones cartográficas contribuyó a establecer una nueva regulación del espacio: vehicular las normas y valores propios de la modernización capitalista impulsada por las elites cafetaleras; incorporar los antiguos territorios indígenas al mercado de tierras; establecer la propiedad privada y su regularización catastral; delimitar y precisar las fronteras del “Estado-nación”; colonizar nuevos territorios para la agroexportación y vincularlos al mercado mundial.[6]

				Utilizando la noción del circuito cafetalero, observo cómo se fueron modelando e interconectando los diferentes espacios de la agroexportación, y cómo éstos se constituyeron a partir de la coexistencia simultánea de interrelaciones e interacciones sociales en todas las escalas, desde el nivel más local (la plantación cafetera o las fincas de mozos) hasta el nivel más global (las sociedades de plantación o casas comerciales que operaban desde Europa o Estados Unidos). 

				De forma más específica, examino las relaciones sociales, las transacciones económicas y las técnicas gubernamentales que modelaron los espacios ligados a los circuitos del café de  la Bocacosta Suroccidental, pues ello nos permite entender la formación del Estado guatemalteco en términos de sus efectos, así como en términos de los procesos que moldearon el diseño de sus políticas y sus procedimientos burocráticos. La etnografía acuciosa y detallada de la producción de conocimiento y las técnicas de gobierno implementadas en los más importantes circuitos cafeteros de Guatemala nos permiten percibir las distintas maneras en que las elites políticas guatemaltecas, y los inmigrantes europeos llegados a Guatemala desde la segunda mitad del siglo XIX, intervinieron en la difusión de los lenguajes y prácticas de gobierno cuyo fundamento encontró sentido en el uso de diferentes técnicas productoras de conocimiento “científico”. Entre dichas técnicas se encuentran la codificación, la clasificación, el inventario, la colección, la medición (agrimensura) y la cartografía de los territorios, recursos y poblaciones que estaban siendo colonizados en nombre del café. 

				Tanto en esta parte como en la que le sigue, acudí a fuentes del Archivo General de Centroamérica –AGCA–, particularmente los fondos documentales de Escribanía de Gobierno/Sección de Tierras; el Departamento de Asuntos Alemanes, el Decreto 900/Ley de Reforma Agraria y Directorios Generales de Guatemala. La información contenida en estos fondos me permitió observar las distintas maneras en que las elites agroexportadoras disputaban a los pueblos indígenas sus antiguos territorios, y la manera en que produjeron las desigualdades socioterritoriales entre la Bocacosta cafetalera y las Tierras Altas Noroccidentales.

				Acudí también a las fuentes orales y fotográficas obtenidas durante el trabajo de campo que realicé en el verano de 2005 en las plantaciones o fincas cafetaleras de la Bocacosta Suroccidental de San Marcos: municipio San Pablo (El Porvenir, Santa Teresa, Argentina, Buena Vista, Clermont, Ucubujá y Waldemar); municipio San Rafael Pie de la Cuesta (Armenia, Lorena, Platanillo, Panorama, Santa Julia y Merceditas); municipio El Rodeo (Los Cerros); municipio El Quetzal (Oná, Belén y El Matasano). En estas fincas entrevisté a los trabajadores de campo (mozos colonos y mozos de cuadrilla originarios de las comunidades Mames de Huehuetenango y San Marcos); a los trabajadores ubicados en cargos de jefatura y administración de la finca (caporales, mayordomos, jefes de campo, planilleros, agentes de la seguridad de la finca, administradores y ex comisionados militares) y a los propietarios de ascendencia nacional y extranjera, principalmente alemanes.

				El proceso de clasificación e interpretación de la información contenida en las entrevistas lo hice siguiendo los principios del método de análisis de las historias de vida, el cual me permitió observar el dinamismo y la versatilidad de la memoria de los diferentes sujetos entrevistados; también pude identificar, no sólo las memorias en conflicto, sino la ubicación social y las jerarquías dentro de las cuales se mueven los diferentes sujetos que forman parte del “mundo finquero”. Además, pude observar el papel que desempeña la memoria en la construcción de las identidades y algunas de las formas bajo las cuales se expresa la contienda entre las “verdades establecidas” y las verdades subalternas producidas desde los márgenes del poder finquero.

				En la cuarta parte, titulada “Dominación finquera y diferenciación social”, caracterizo las haciendas cafeteras que se desarrollaron en la Bocacosta de San Marcos a partir de la europeización de la geografía finquera en esta región e identifico algunas de las diferencias más significativas entre las plantaciones alemanas y las plantaciones cafetaleras propiedad de hacendados guatemaltecos que lograron sobrevivir a los vaivenes del mercado, y que, de ordinario, dependían de las exportadoras alemanas para la obtención de crédito y la comercialización de su producción. 

				Partiendo de las características y lógicas comunes, pero también de sus diferencias, defino el mundo de la finca no sólo como un complejo económico en el que se organizan los factores de la producción y comercialización, sino también como un espacio cultural y político en el cual se organiza el orden en el campo, se reproducen jerarquías y diferencias sociales, se representa el prestigio estamental, y se ejercen diferentes formas de influencia política en los gobiernos municipal, departamental y nacional. Analizo la plantación o finca cafetalera como una arena de contención y disputa, catalizadora de lealtades y descontentos no únicamente de sus trabajadores, sino de las localidades aledañas que buscaban frenar su expansión y los abusos de poder de parte de los hacendados y de sus empleados de confianza.

				Recuperando lo común y lo diverso en los procesos de formación de las plantaciones cafetaleras, exploro la gama de contrastes y matices que adquirió la cultura y las formas de dominación finquera en cuyas dos caras se expresaba, por un lado, el paternalismo más piadoso y, por el otro, el uso de diferentes formas de violencia material y simbólica para cultivar en los insumisos las virtudes de la obediencia y la gratitud. Argumento que la clave de la dominación finquera radicó en el arte de establecer dependencias y administrar desigualmente la satisfacción de las necesidades básicas de los trabajadores (tierra, techo, alimentación, seguridad, empleo, reconocimiento, etc.); así como en la habilidad de distribuir pequeñas cuotas de poder, responsabilidad y  complicidad entre los trabajadores de la finca, reproduciendo pequeñísimas pero significativas diferencias de estatus entre los diferentes tipos de trabajadores. Éste fue el caso entre las familias de los trabajadores permanentes (mozos colonos o mozos acasillados) cuya nueva identidad finquera-ladina les hacía distanciarse de la gran mayoría de trabajadores temporales indígenas, llamados, en el mejor de los casos, “las cuadrillas” o “los mozos cuadrilleros” que bajaban de las comunidades donde ellos y sus ancestros habían nacido. En otras palabras, la dominación finquera se asentó en la reproducción de las diferencias de clase, raza, género y estatus entre los trabajadores ladinos/permanentes y los trabajadores indígenas/temporales o, en palabras de Norbert Elias, administrando las diferencias entre establecidos y marginados.

				Retomando las memorias –en conflicto– de mujeres y hombres, propietarios y trabajadores que ocuparon espacios desiguales dentro de la jerarquía finquera, examino cómo se naturalizaron las desigualdades y se administraron las diferencias tanto en los espacios de la finca como en aquellas localidades Mames articuladas al mundo de vida de la finca. Exploro cómo se trazaban las fronteras y marcaban las diferencias desde los espacios de vida y los espacios de trabajo en que se desenvolvía el conjunto de sujetos inmersos en la finca. Finalmente, observo con especial atención las formas en que se representaba la autoridad y la interacción cara a cara que se sostenía con ésta.

				Concluyo esta parte examinando las profundas tensiones que se produjeron entre hacendados nacionales y extranjeros, intermediarios ladinos y trabajadores Mames de las Tierras Altas Cuchumatanas durante los años treinta del siglo XX, comparo la diferente participación indígena en el proceso de modernización capitalista dependiendo de su  propia historia, sus diferenciales de poder y los espacios reales de negociación a los que tuvieron acceso. Observo la conflictividad implícita en la definición de un orden finquero profundamente violento y desigual que potenció al máximo las diferencias socio-raciales.

				El examen acucioso del entramado de relaciones que se tejió desde el mundo finquero (hacendados, inversionistas y comerciantes extranjeros, funcionarios públicos, intermediarios ladinos y miembros de las diferentes comunidades indígenas) nos permite interpretar el proceso de formación del Estado en términos más problemáticos e históricamente contingentes, pensando en lo que Roseberry (2001:64) calificó como la hegemonía limitada o imperfectamente constituida de la formación estatal en las repúblicas cafetaleras, fundamentalmente en aquellas como Guatemala donde el caudillismo, la improvisación, la deuda y los patronazgos transnacionales fueron una constante. Desde esta perspectiva fue necesario descentrar la mirada del Estado como instancia propiamente administrativa, reguladora del orden social y emisora de leyes y prácticas disciplinarias, y más bien, observo con atención los canales menos convencionales a través de los cuales los diferentes sujetos buscaron reorientar el ejercicio gubernamental.

				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] González Izás, Matilde (2002), “Se cambió el tiempo: conflicto y poder en territorio K’iche’ 1880-1996”, Ciudad de Guatemala, Avancso.

					

					
						[2] La mayoría de estos pueblos indígenas administrativamente pertenecen a los departamentos del Quiché y Huehuetenango, el norte de San Marcos y Chimaltenango. Como ejemplo de la violencia extrema que experimentó la población de esta región cabe decir que la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) documentó que, del total de masacres  (595 casos) perpetradas entre 1978 y 1984, un 90% ocurrieron en municipios y aldeas de Tierras Altas indígenas. Sólo en El Quiché ocurrieron el 52% de estas masacres, en Huehuetenango el 14%, en el norte Chimaltenango el 10% (Resumen del Informe de la CEH, 1999:63). 

					

					
						[3] Propiedades rústicas formadas a finales del siglo XIX, principalmente en comunidades ubicadas en Los Altos de los Cuchumatanes y la Sierra Madre (en los departamentos de Huehuetenango, Quiché y el norte de Chimaltenango) para proveer de mano de obra a las fincas de café de la Bocacosta sur occidental. Estas fincas fueron creadas con tierras arrebatadas por ladinos y empresarios extranjeros (principalmente alemanes) a comunidades indígenas a quienes se les exigía el pago de arrendamiento por la tierra que le habían expropiado. Este pago consistía en trabajar un número específico de días en las fincas de café de la Bocacosta en el momento preciso de la cosecha. Los empresarios alemanes fueron los que más promovieron la existencia de estas fincas, pues en ellas se surtían de mano de obra barata (Diccionario Histórico Biográfico de Guatemala, 2004:406). 

					

					
						[4] Si bien el banano fue el otro producto importante de la economía de agroexportación guatemalteca durante la primera mitad del siglo XX, vale decir que las empresas bananeras se organizaron bajo una lógica de enclave y no necesariamente adoptaron las formas clásicas del modelo oligárquico seguido en las plantaciones cafetaleras, cañeras y algodoneras, las cuales dependieron del sistema de peonaje (habilitación o enganche) por deudas, para garantizar la migración de los trabajadores en la temporada de cosecha. 

					

					
						[5] Ver la discusión propuesta por Doreen Massey (1999) acerca de la relación entre espacio, tiempo y política en su artículo “Spaces of Politics”, en el que desarrolla la idea del espacio como “geometría del poder”.

					

					
						[6] Ver la interesante discusión propuesta por Smith y Katz (1993) en  el artículo “Grounding Methaphor: Towards a Specialized Politics”,  acerca de la concepción absoluta del espacio que se desarrolla con la idea del “orden moderno” capitalista.
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				LAS HIBRIDACIONES ENTRE LO COLONIAL Y LO MODERNO (1750-1880)

			

		

	
		
			
				
				I. MODERNIZACIÓN CAPITALISTA, CRISIS COLONIAL Y CONFLICTO SOCIAL 1750-1860

				Si bien los rasgos más distintivos del modelo de modernización dominante en Guatemala (agroexportador, dependiente y autoritario) se definen con más vigor durante la segunda mitad del siglo XIX y la primera del XX, para comprender dichos rasgos es necesario que hagamos una lectura crítica del largo y conflictivo proceso a partir del cual este modelo de modernización va definiendo los marcos materiales y significativos que permitirán vivir y cuestionar la dominación. Esto último supone reevaluar hasta qué punto los rasgos más distintivos del capitalismo en Guatemala son el resultado de una compleja hibridación entre un pasado colonial inmediato y las ideas decimonónicas acerca del orden, la modernidad y el progreso.

				Mi argumento es que el carácter autoritario y violento que adquirió el modelo de modernización dominante en Guatemala responde, entre otros factores, a la profunda rivalidad entre las elites centroamericanas; a su inusitada confianza y dependencia en el influjo de inmigrantes y capitales extranjeros; y a su perspectiva excluyente, pero al mismo tiempo expoliadora de los recursos y trabajo indígena. De hecho, cuando se implementan las primeras iniciativas de la modernización capitalista en Guatemala, las elites en el poder establecieron una interacción conflictiva con los pueblos indígenas que habían logrado defender la propiedad comunal de sus tierras; administrar con relativa autonomía sus propios agrosistemas y medios de vida; y recrear su identidad y cultura popular. En otras palabras, las elites que impulsaron la modernización capitalista en la región, se  enfrentaron con una población indígena que, además de ser  mayoría, negoció de diferentes maneras y ritmos de intensidad los términos de la modernidad, combinando para ello diferentes estrategias de colaboración, adaptación y resistencia (desde la resistencia cotidiana expresada en los códigos de su propia cultura, hasta los alegatos judiciales y rebeliones que analizaremos en este capítulo).

				Teniendo presente el valor explicativo que nos ofrece el ubicar el modelo de modernización dominante en Guatemala en una perspectiva de larga duración, inicio la primera  parte de este libro examinando el accidentado proceso a partir del cual se intentó promover las ideas liberales acerca de la modernidad y el progreso entre 1750 y 1860. Concluyo analizando aquellos eventos que, finalmente, hicieron posible que un modelo de modernización agroexportador, dependiente y altamente autoritario se estableciera como dominante durante las últimas décadas del siglo XIX. Observo con especial interés las distintas maneras en las que el legado colonial influyó en la definición del orden “moderno”, y rastreo la agencia política de los actores que, directa o indirectamente, definieron las ideas y prácticas de la modernización. Particularmente, reevalúo los espacios en que los grupos de poder (elites conservadoras y modernizadoras) y actores subalternos “a modernizar” estuvieron inmersos en complejas relaciones de fuerza. 

				Reconstruyo estos procesos tomando como ejes de análisis: 1) Las Reformas Borbónicas, la crisis colonial y las sublevaciones indígenas. 2) La formación de la Federación Centroamericana. 3) Las iniciativas modernizadoras de la primera generación de liberales, y las respuestas que desarrollaron frente a éstas los diferentes pueblos indígenas y las elites oligarcas. 4) La dictadura caudillo oligarca y la restauración del protectorado indígena. 5) Las hibridaciones entre el orden colonial y el “moderno”.

				LAS REFORMAS BORBÓNICAS,  LA CRISIS COLONIAL  Y LAS REBELIONES INDÍGENAS

				La conflictividad e inestabilidad política que caracterizó el tránsito entre el orden colonial y la formación de las nuevas repúblicas centroamericanas, se debió, en parte, a que la Capitanía General de Guatemala no había conseguido unificar política y económicamente su territorio. Antes bien, en estos confines coloniales predominó la fragmentación y la ausencia de una riqueza mineral que requiriera de una administración colonial sólida y un desarrollo mercantil capaz de integrar la región (Demyk, 1995). A ello se sumó la dispersión de los núcleos poblados y el predominio de una economía de subsistencia; la mediocridad de las comunicaciones terrestres; el exiguo intercambio intelectual; y la rigidez de la estructura de castas. Otro factor que influyó en la conflictividad y fragmentación política de la región fue la defensa por la autonomía administrativa, territorial y comercial que desplegaron las oligarquías provincianas de Chiapas, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica.[1] Esto último, sumado a la administración centralista y autoritaria ejercida por la aristocracia criolla y peninsular guatemalteca, llevó a que el ambiente político de la Capitanía General de Guatemala se caracterizara por la disgregación, y en algunos casos, por la ingobernabilidad.[2] Particularmente, cada vez que los patricios guatemaltecos pretendían controlar los puestos clave de la administración colonial y todos los circuitos de recaudación del impuesto comercial y del tributo indígena (Pinto Soria, 1983). 

				La administración autoritaria de la aristocracia guatemalteca se volvió más problemática a partir de la puesta en marcha de las Reformas Borbónicas, el más significativo esfuerzo de la Corona española por eficientar su administración e impulsar la modernización económica, política, eclesiástica y militar en todas sus colonias durante la segunda mitad del siglo XVIII.[3] Por un lado, las Reformas permitieron a los patricios guatemaltecos afianzar su monopolio comercial y ensanchar sus dominios en los territorios indígenas; por  el otro, restringieron su autoridad en la administración de las otras provincias centroamericanas. Esto último propició espacios para el disenso y la formación de los movimientos de secesión dirigidos por las elites provincianas que se oponían al poderío de las elites de la Ciudad de Guatemala.

				Es importante decir que, aun cuando el antiguo Reino de Guatemala no fue uno de los espacios coloniales donde las Reformas Borbónicas tuvieron mayor efectividad, muchas de las medidas promovidas por éstas sí incidieron en el cambio social intenso, ocurrido en el siglo XIX; además, las Reformas sentaron las bases para el posterior desarrollo del capitalismo y la formación del Estado liberal en Centroamérica.[4] De igual manera, reconfiguraron las relaciones de poder y los espacios estratégicos en los territorios indígenas. Por consiguiente, el examen cuidadoso de la dinámica social en la que se introdujeron las Reformas Borbónicas y el impacto diferenciado que éstas produjeron en cada una de las provincias del Istmo, nos permitirá identificar las hibridaciones, mutaciones y continuidades entre el Antiguo Régimen y los procesos de modernización económica, política y sociocultural en Centroamérica. Nos permitirá, en palabras de Saurabh Dube (2004), acercarnos a un mundo de historias disputadas y abigarradas de significado y dominio en lo que se refiere a la formación y sedimentación de la modernidad.

				Vicios e indicios de la modernización  económica

				La trascendencia de los cambios introducidos por las Reformas Borbónicas, puede observarse a partir de las reformas económicas que buscaban expandir el comercio español y aumentar los ingresos reales del imperio a través del fomento de la agricultura de agroexportación y la liberación comercial. Con estas medidas, el comercio del añil se convirtió en el principal vínculo comercial con la metrópoli y la principal fuente de ingresos para la elite criolla. Es más, arguye Héctor Lindo (1993), la comercialización del añil sirvió de base para que un pequeño grupo de comerciantes guatemaltecos ejerciera el control sobre gran parte de las relaciones mercantiles a lo largo de la Colonia, pues les permitió situarse como exportadores de añil, importadores de manufacturas europeas y prestamistas-habilitadores. Gracias a sus conexiones con España, ellos tenían los contactos del comercio con Europa (particularmente con los comerciantes de Cádiz); además, su capacidad de otorgar crédito les permitía enganchar o habilitar las cosechas de los pequeños y medianos productores y controlar los puntos neurálgicos de la distribución interna a través del Consulado de Comercio.[5] De esta manera, la economía de la Ciudad de Guatemala emergió de su pasado colonial no como productora, sino como un centro mercantil que pretendía sostener el monopolio del comercio del añil (Torres-Rivas, 1989:18).

				De hecho, las experiencias y vicios que adquirirán los potentados guatemaltecos con la agroexportación añilera, finalmente contribuirán a definir las características de la posterior economía agroexportadora: a) la organización de un circuito productivo-comercial organizado en función de la habilitación y la deuda a todos sus niveles; b) la incorporación de trabajadores forzosos bajo la modalidad del peonaje por deudas; c) la preeminencia del monocultivo; d) la dependencia de las casas comerciales europeas y las oscilaciones del mercado mundial;  e) la conformación de redes de comerciantes vinculados alrededor de los privilegios, la evasión de impuestos y la corrupción, y f) el desarrollo de una economía comercial exportadora débil, con grandes altibajos, productos escasos y demanda oscilante y sin antecedentes institucionales en la regulación del intercambio (Torres Rivas, 1989). 

				Por otra parte, el crecimiento de la producción añilera y el comercio de ultramar, y lo que más tarde se llamó la “modernización” de Centroamérica, exigió que el gobierno de Guatemala pusiera atención a su inadecuada infraestructura de transporte e iniciara la construcción de caminos y puertos. Esto último agregaba una sobrecarga a las comunidades indígenas, cuyo trabajo era explotado sin recibir una compensación que correspondiera a la extracción de sus productos agrícolas, ni al trabajo realizado en la construcción de la obra pública (Woodward, 1992). La demanda de recursos y trabajo indígena, sumado al conjunto de reformas administrativas, eclesiásticas, militares, y a las oscilantes transformaciones en la recaudación del tributo, tensaron cada vez más las relaciones entre peninsulares, criollos, ladinos y comunidades indígenas y acrecentaron la intranquilidad entre los mismos grupos populares. En otras palabras, las transformaciones en la estructura económica ahondaron aún más, la ya complicada crisis colonial que se venía dando en el último tercio del siglo XVIII y primeros años del XIX.[6]

				Reorganización administrativa  y autonomía provinciana

				Los cambios administrativos más significativos introducidos por las Reformas Borbónicas fueron: el establecimiento de intendencias en las principales provincias del reino (San Salvador, Ciudad Real, León y Comayagua) y la ampliación del número de ayuntamientos en cada una de éstas.[7] Lejos de lograr la anunciada estabilidad del orden colonial, con estas reformas afloraron las viejas rivalidades entre las provincias y la Superintendencia General del Reino de Guatemala y se afianzó el separatismo pueblerino –elemento clave en la definición del Estado moderno en Centroamérica–. En un periodo muy corto, que va de 1800 a 1810, se establecieron ayuntamientos en San Salvador, San Miguel, Ciudad Real, Comayagua, León, Granada, Nueva Segovia, Cartago, Sonsonate, Tegucigalpa, San Vicente, Rivas, Quetzaltenango y Santa Ana. En todos los pueblos en donde se establecieron ayuntamientos, se produjeron movimientos de secesión y solamente Quetzaltenango subsistió dentro de las fronteras del Estado de Guatemala, ello después de haber experimentado un largo y conflictivo proceso autonómico. La recuperación de las autonomías provincianas ilustra la importancia que tuvo la formación de las intendencias y ayuntamientos en el fortalecimiento del poder y la identidad de las elites regionales, y en la emergencia de los nacionalismos en las provincias de Centroamérica. Particularmente después de las Cortes de Cádiz, estos ayuntamientos constituyeron un espacio valioso para la expresión política, la búsqueda de las autonomías regionales y el surgimiento de diferentes movimientos de oposición integrados por comerciantes, intelectuales, burócratas y sacerdotes que cuestionaban no sólo el régimen colonial sino, sobre todo, la dominación ejercida por las elites patricias de Guatemala (Herrarte, 1963; Rodríguez, 1978; Pinto Soria, 1989 y 1993; Woodward, 1992).

				Reconfiguración del mundo indígena  y procesos de rebelión

				Es importante aclarar que las reformas administrativas que promovieron la organización de nuevas intendencias excluían las vastas regiones indígenas de las Tierras Altas de Guatemala, las cuales quedaron bajo el dominio de la Intendencia de Guatemala, y las Alcaldías Mayores de Totonicapán, Sololá, Suchitepéquez, Sacatepéquez y Chimaltenango. Por ejemplo, en el territorio oriental de los K’iche’, Jean Piel (1989) observa que las Reformas Borbónicas suscitaron una mayor centralización e injerencia de la Intendencia de Guatemala en todos los asuntos locales que, hasta entonces, habían dependido de la autoridad de los notables de cada pueblo (principales y representantes comunales indígenas, hacendados y eclesiásticos); además, hubo una mayor injerencia en los asuntos de interés interregional, tales como la construcción de puentes y calzadas, la tasación de impuestos y peajes y los programas de intervención económica y sanitaria, etc. Concretamente, señala Piel, con las Reformas, el Estado colonial intervino en dos campos que perturbaron decisivamente la vida cotidiana de las poblaciones indígenas: el primero, la fiscalidad en el pago del tributo y la alcabala[8] y el segundo, las restricciones administrativas en el manejo de los fondos de la caja de comunidad, las propiedades y finanzas de la Iglesia y sus cofradías (Piel, 1989:240-247). 

				No menos controversiales y drásticas fueron las reformas eclesiásticas, las cuales pretendían reemplazar a las congregaciones religiosas que fueran tolerantes con las “costumbres”, “creencias” y “prácticas paganas” de los indígenas, por sacerdotes seculares dispuestos a erradicar éstas. Además, se aumentó el pago de los sacramentos, los impuestos a las cofradías, y se nombraron interventores religiosos para que colectaran el impuesto de la “Quinta Real” sobre el valor del oro y la plata (en esculturas y retratos de santos, grabados de pasajes bíblicos, etc.) en posesión del templo y de las cofradías.

				Carmack observa que la intervención directa de los oficiales –españoles o criollos– encargados de impulsar las reformas, regularmente dividió los pueblos en dos campos de oposición: por un lado, estaban los funcionarios indígenas dispuestos a colaborar con las autoridades españolas y, por el otro, los rebeldes, que se movilizaban en contra de los –aparentemente interminables– cambios judiciales, administrativos y tributarios, los cuales calificaban como drásticos e injustos (1995:115-116). Estas divisiones se ahondaron con cada uno de los levantamientos ocurridos durante la crisis colonial y redefinieron no sólo la política comunal sino el tipo de relación que se establecerá entre el Estado y los pueblos indígenas.

				En relación con esta misma problemática, Isabel Rodas (2004) analiza las distintas maneras en que las Reformas Borbónicas posibilitaron la penetración de criollos y ladinos en pueblos como Patzicía, Chimaltenango y agudizaron las disputas territoriales y las disputas de poder entre la población K’aqchiquel’s, los criollos y los ladinos que buscaban establecerse en la región. Rodas llega a la conclusión de que el conjunto de cambios abruptos provocados por las reformas (la política de composición y venta de tierra realenga o declarada como baldía; el aumento de las presiones en el cobro del tributo; el aumento de la población mestiza, su integración en las milicias y su ascenso y usurpación de espacios de poder históricamente indígenas) acrecentaron el descontento en un amplio sector de la población K’aqchiquel y generaron una interacción profundamente conflictiva, no sólo en Patzicía sino en toda la región que comprendían las alcaldías mayores de Sacatepéquez y Chimaltenango. Esta conflictividad se precipitó con las Reales Ordenanzas de 1786 que dispusieron nombrar jueces españoles encargados de auditar la recaudación del tributo y las finanzas de los ayuntamientos, y de presidir las elecciones anuales de las autoridades en los pueblos indígenas. Además, durante ese mismo periodo se estableció en muchos pueblos del Altiplano la figura militar del “capitán de milicias”, a quien se le encargó administrar la justicia entre los ladinos, conformar las milicias (criollas y mestizas) e impartir adiestramiento militar a cada uno de los batallones que servían de frente de choque ante las revueltas de los pueblos de indios de la región altense. 

				El proceso de inserción ladina en los pueblos indígenas aumentó aceleradamente debido a las disposiciones impulsadas por las Reformas Borbónicas y el terremoto de 1773 que provocó una fuerte migración ladina a los pueblos indígenas que eran relativamente prósperos. Es probable, arguye Martínez-Peláez (1991), que la determinación de la Audiencia de permitirle a estos ladinos asentarse en pueblos de indios haya respondido a la necesidad colonial de reforzar el control de esos espacios en un momento de grandes cambios y crisis colonial, pues estos pequeños núcleos ladinos ubicados en espacios indígenas le ofrecían lealtad política y obediencia militar a cambio de oportunidad económica (1991:125). De hecho, con las reformas militares, los ladinos ubicados en las Tierras Altas formaron el grueso de las milicias y conformaban la fuerza disponible para enfrentar las diferentes acciones de rebelión indígena. La conformación de estas milicias fue clave en la restauración del orden colonial en las Tierras Altas, al mismo tiempo que constituyó un significativo espacio de ascenso económico y político, para los peninsulares y criollos y para los mismos ladinos. Desde este espacio militar se reprodujo una marcada diferenciación estamentaria de la sociedad colonial provinciana. Asimismo, desde este espacio se legitimó el uso de la violencia pública en manos de la población que reivindicaba su ascendencia española y su pureza de sangre.

				Finalmente, todas las tensiones acumuladas frente a la reestructuración del dominio colonial –durante los últimos años del siglo XVIII e inicios del XIX– se pusieron de manifiesto con la serie de levantamientos indígenas que se dieron en contra del tributo en las Tierras Altas indígenas. En Patzicía,  por ejemplo, esta conflictividad se expresó con los levantamientos que se dieron en 1811 y 1820. Aun cuando cada uno de estos motines se presentó como una mera rebelión en contra de los vaivenes y excesos en la recaudación del tributo, las múltiples aristas de ésta dan cuenta de una conflictividad de más largo aliento entre el grupo de K’aqchiquel’s alzados, el grupo que formaba el conjunto de “los justicias” en el cabildo y la elite de ladinos del pueblo que continuaron afianzando su poder local desde 1811 a 1840 (Rodas, 2004). 

				Cabe resaltar que si bien en todos los pueblos en donde ocurrieron acciones de rebelión indígena ya existía un clima de tensión y descontento –generado por la intromisión de las autoridades criollas y ladinas y por los cambios abruptos en las formas de propiedad de la tierra, y en la administración de los espacios indígenas– no es sino en el momento en que las autoridades coloniales cambiaron los términos del pacto tributario cuando estallaron la mayoría de motines y levantamientos, pues el tributo siempre se entendió como un pacto entre el Estado español y los indígenas, por el cual los últimos garantizaban su acceso a la tierra y significativos espacios de autonomía, a cambio de la entrega de una parte de su trabajo convertido en moneda y especie (Sánchez Alboroz, 1978).

				Cada vez que la Corona introdujo cambios sustanciales en su política tributaria aumentó el descontento popular en los pueblos indígenas de las Tierras Altas. No es de extrañar entonces, que las coyunturas de mayor conflictividad se registren entre 1760-1770, cuando se introdujeron los primeros reajustes de las reformas; entre 1802 y 1806, cuando el presidente de la Audiencia de Guatemala estableció la nivelación del tributo a dos pesos por tributario; en 1812, cuando se publicó la Constitución de Cádiz y se decretó la abolición  del tributo;[9] en 1814, cuando el rey Fernando VII restituyó el tributo,[10] y en 1820, cuando los liberales españoles tomaron el poder de la metrópoli, restablecieron la Constitución  de Cádiz y derogaron definitivamente el tributo. Cada una de  estas modificaciones al pacto colonial –con sus respectivas acciones de protesta, represión, aumento del descontento y vueltas a protestar– generaron un proceso de continuas rebeliones indígenas que va de 1760 a 1820.[11] Estas rebeliones tomaron nuevos cauces durante las primeras décadas de la vida republicana y redefinieron las rutas y ritmos de las primeras iniciativas modernizadoras.

				La mayoría de las rebeliones indígenas acaecidas en esta época sucedieron luego que sus líderes recabaran información acerca de las anomalías o injusticias en la aplicación de las disposiciones tributarias, y contaron con el apoyo e información de otros levantamientos ocurridos en los pueblos vecinos. Otro elemento que jugó un papel de primer orden fue la memoria y experiencia de otras acciones de rebelión, pues resulta frecuente encontrar pueblos como el de Nebaj, cuya población Ixil se rebeló en 1793, 1798 y 1799, o los pueblos K’aqchiquel’s de Comalapa, que se levantaron en 1755, 1774 y 1812, Patzún en 1798 y 1801 y Patzicía en 1811 y 1820. Mientras que los pueblos K’iche’s de Santa María Chiquimula se levantaron en 1802, 1804, 1818, los de Momostenango en 1785, 1812 y 1820 y los de Totonicapán en 1679, 1696, 1736, 1814, 1818 y 1820, tal como se observa en el mapa 2 sobre los motines y rebeliones indígenas entre 1679 y 1825.
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				Si bien la información a nuestra disposición nos permite observar la magnitud que alcanzaron los levantamientos indígenas de las Tierras Altas de Guatemala durante la crisis colonial, aún queda por estudiar a fondo los procesos que les dieron origen. Los pocos estudios microanalíticos que han reconstruido las rebeliones indígenas acaecidas en el periodo colonial, ilustran elocuentemente que estos levantamientos de ningún modo eran simples expresiones espontáneas de rabia popular. Inversamente, la manera cuidadosa en que Robert Carmack (1995) y Aaron Pollack (2005) analizan los procesos de rebelión K’iche’, uno en Momostenango y el otro en San Miguel Totonicapán, nos muestran la densidad histórica de cada uno de estos levantamientos y el papel que jugó en ellos la memoria de rebeliones anteriores. Nos permiten entender cómo se imbrican las diferentes dimensiones de lo social en los procesos contenciosos, y aun cuando la razón del descontento popular pareciera ser una sola (por ejemplo,  el tributo), la argumentación que hacen los dirigentes de los movimientos indígenas respecto a las razones de su lucha nos muestra toda una gama de problemas relacionados con la producción de la desigualdad y el racismo en una sociedad colonial. En otras palabras, este tipo de estudios nos permiten trascender la perspectiva del instante en el que estalla la violencia y situarnos en procesos complejos de violencia pública que se constituyen lentamente a través de incontables forcejeos y acciones cotidianas por parte de los rebeldes y de aquellos que defienden el régimen. Quedarnos en los extremos –el levantamiento y la expresión pública de la represión– implicaría perder de vista los hilos que entretejen esas historias silenciosas. A manera de botón de muestra, a continuación incluyó una muy breve síntesis de los procesos de rebelión estudiados por Carmack y Pollack.

				La Rebelión de Momostenango

				Carmack (1995) identifica dos grandes etapas en la rebelión K’iche’ que se desarrolla en Momostenango a raíz de los cambios introducidos por las Reformas Borbónicas. Según este etnohistoriador, una primera etapa de la rebelión se dio entre 1759 y 1803, periodo en el que se expresa –de distinta manera y niveles de intensidad– el descontento K’iche’ frente a los cambios que afectaban sus espacios de poder, sus formas de administración político-religiosa y el manejo de sus propiedades y recursos. Carmack examina los expedientes mediante los cuales los momostecos presentaron sus quejas y reclamos a la Real Audiencia; las diferentes respuestas emitidas por el alcalde mayor y sus oficiales locales, y los fallos finales que la misma audiencia emitió –la mayoría de ellos desfavorables a los K’iche’s–. Al mismo tiempo, analiza las diferentes acciones y medidas de hecho que asumieron los K’iche’s frente al rechazo de sus solicitudes y reclamos, hasta llegar a los levantamientos y concentraciones masivas frente al cabildo e iglesia del pueblo; las diferentes formas de intervención armada de las milicias criollas y ladinas de la región; el encarcelamiento de los dirigentes del movimiento rebelde, su enjuiciamiento y condena y las formas de apelación popular. El examen cuidadoso de estos procesos conflictivos permite a Carmack establecer cómo se constituyen la organización y el liderazgo de los rebeldes en un periodo largo, y cómo se expresa la disputa a partir de las múltiples acciones cotidianas que se dan entre cada uno de los levantamientos que estallan durante esta etapa. Por ejemplo, en cada una de las sentencias emitidas en contra de los rebeldes momostecos generalmente se les acusaba de  reiterada desobediencia frente a los jueces españoles al  más alto nivel de la audiencia, por consiguiente solían dictaminar: que de nueva cuenta se enviara a “los nativos” de Momostenango a la prisión y que no se escuchasen sus largas quejas en ninguna materia, pues después de las repetidas desobediencias frente a los jueces de su localidad “esos indios debían aprender a ser sumisos y obedientes” (Carmack, 1995:118).

				Carmack identifica una segunda etapa del proceso de rebelión de los K’iche’ de Momostenango entre 1811 y 1830 y arguye que la acción política de los dirigentes de este nuevo movimiento contencioso estaban profundamente influidos por las memorias de la lucha que venían librado los momostecos en contra del orden colonial desde la segunda mitad del siglo XVIII. Además, este segundo proceso contencioso debe ser visto a partir de su vinculación con las luchas en contra de las obligaciones tributarias que se inician en 1811, los movimientos de independencia que se dieron en toda América Latina y la negativa de muchos pueblos indígenas a reconocer como propias las nuevas autoridades republicanas.

				Entre 1819-1820, los rebeldes momostecos que hacían parte del movimiento liderado por Juan Peruch se aliaron con el movimiento rebelde de Atanasio Tzul y Lucas Aguilar. Peruch fue encarcelado (una vez más), y obligado a expresar públicamente los “beneficios” de pagar el tributo. Luego de este hecho, Atanasio Tzul reclutó a muchos momostecos en su movimiento (julio-agosto de 1820), convenciéndolos de que “el Decreto” que los liberaría completamente de todo pago de tributo ya había sido emitido por la Corona española. Según Carmack, varias cartas de los funcionarios indígenas de Momostenango dan prueba de que ellos ya habían aceptado a Atanasio Tzul como la figura de máxima autoridad y se referían a él como su Señor Gobernador y su Excelencia. Consecuentemente, le brindaron soporte militar cada vez que Tzul se los requirió. En el caso de Momostenango, este proceso contencioso concluye hasta 1830 cuando las autoridades  K’iche’ finalmente juraron lealtad a la nueva República  de Guatemala, y a la Federación de Centroamérica (luego de siete años de oposición beligerante frente a las autoridades republicanas).[12]

				La Rebelión de Totonicapán

				En el vecino pueblo de San Miguel Totonicapán, Aaron Pollack (2005) documenta que las acciones del movimiento anti-tributo se iniciaron desde que el impuesto per cápita fue restablecido en 1816, y que continuaron sin parar hasta que el movimiento se fortaleciera y se tornara más radical entre 1819 y 1820, momento en que los pueblos K’iche’s de todo el distrito de Totonicapán trabajaron para crear un poder regional indígena. En principio, se organizó un movimiento de oposición al pago del tributo. Más adelante, celebraron el restablecimiento de la Constitución de Cádiz de 1812 –que inspiraba su lucha anti-tributo– e invitaron a todos los pueblos del distrito a unirse a ellos. Inmediatamente después de dicha celebración el administrador provincial huyó del pueblo, y al siguiente día, Atanasio Tzul fue coronado rey. En las siguientes semanas, Tzul, Aguilar y el resto de líderes del movimiento expandieron su control político desde San Miguel Totonicapán hacia los otros pueblos del distrito. Durante ese periodo administraron justicia, desgravaron impuestos y castigaron a los oficiales indígenas que habían recaudado el tributo para los españoles en los años anteriores. 

				Pollack (2005) argumenta que el solo darle seguimiento a la compleja red de relaciones que se tejió a partir del levantamiento de Totonicapán permite observar la activa y beligerante política de los K’iche’s y las distintas maneras en que éstos habían aprendido a moverse en los resquicios del poder colonial y tornar el juego político-burocrático a su favor. Este levantamiento hace visible cómo los K’iche’s se perfilaron como actores políticos beligerantes, capaces de influir en los cambios históricos a través de acciones estratégicas y planificadas. En este sentido, es importante resaltar que el curso que tomaron las rebeliones indígenas de las Tierras Altas no sólo influyó en el desenlace de la crisis colonial, sino en muchas de las pautas de relación entre el nuevo Estado republicano y los pueblos indígenas, pues durante los primeros años de la vida independiente, el gobierno no fue capaz de abolir las cargas tributarias y decretó que los “indios” continuaran pagando un peso por tributario mientras se reformaba el nuevo régimen de contribuciones. Esto último, más el modelo de las alcaldías mixtas, continuó provocando descontento y diferentes formas de rebelión, al punto que los dirigentes y autoridades indígenas de varios pueblos de las Tierras Altas Centrales se negaron a reconocer el nuevo Estado republicano y a jurar lealtad a la nueva nación durante más de siete años de insubordinación. Aun cuando los dirigentes de los movimientos rebeldes fueran castigados por negarse a pagar las contribuciones demandadas por el gobierno de Centroamérica, éstos siempre arguyeron que “el mismo rey de España había eliminado el tributo, por lo tanto, ellos no estaban dispuestos a pagar ningún otro tipo de impuesto, a ninguna otra autoridad”. Además, no elegirían nuevos oficiales que estuvieran bajo el mandato de la Constitución, pues los criollos de la Ciudad de Guatemala no tenían derecho de interferir en sus elecciones locales; y no jurarían lealtad a quienes nunca habían estado obligados (Carmack, 1995 y Pollack, 2005). Uno de los argumentos que les sirvió para fundamentar su insubordinación frente al nuevo Estado de Guatemala fue el que durante la anexión a México ellos habían jurado lealtad al Imperio de Iturbide.

				A pesar de la beligerancia de estas rebeliones indígenas, hasta muy recientemente la historiografía guatemalteca estuvo poco interesada en comprender su magnitud, sus conexiones cruciales, su temporalidad o su trascendencia. Los interesantes estudios de Robert Carmack (1995) en Momostenango; Greg Grandin (2000) en Quetzaltenango, Isabel Rodas (2004) en Patzicía, Aaron Pollack (2005) en Totonicapán y María Victoria García (2007) en San Francisco El Alto ilustran con elocuencia que, en varios de los pueblos K’iche’s y K’aqchiquel’s del Altiplano Central, estas rebeliones constituyeron procesos de resistencia de larga duración. Por consiguiente, implicaron una organización compleja entre los diferentes pueblos involucrados; canales de comunicación e información extraoficiales; diversas formas de contribución para financiar la lucha; una red de relaciones y contactos que incluía a individuos e instituciones en Quetzaltenango, Ciudad de Guatemala, el sur de México y Madrid; y estrategias de lucha que combinaron una diversidad de acciones políticas (peticiones y demandas judiciales, amenazas en contra de las autoridades coloniales, concentraciones masivas en las plazas de los pueblos, un sistema de vigilancia y defensa frente a los ataques de las milicias oficiales; motines; levantamientos armados y otras).

				De igual modo, algunos de estos estudios ponen de manifiesto las diferentes maneras en las que las elites K’iche’s de esta región lograron insertarse en condiciones más favorables a los procesos de modernización capitalista (por ejemplo, como comerciantes, textileros, pequeños artesanos, productores de trigo y hortalizas, profesionistas e intelectuales o cuadros medios dentro de las fuerzas armadas), y en muchos casos lograron oponerse a las exigencias de trabajo forzado en las plantaciones de agroexportación y la construcción de infraestructura. Además, documentan que en ciudades como Quetzaltenango (la segunda más importante de Guatemala), en el siglo XIX los principales K’iche’s pudieron conservar importantes espacios de poder municipal, primero mediante el “restablecimiento” (de la república de indios), y luego mediante el cabildo indígena (separado). Otro elemento del constante poder de los K’iche’s, arguye Greg Grandin (2000), fue su administración de las propiedades comunitarias de la ciudad: sus ejidos y bosques, pues durante siglos esas tierras comunales habían sido motivo de disputa entre los K’iche’s y las autoridades españolas. 

				A diferencia de los anteriores estudios, centrados en pueblos K’iche’s de las Tierras Altas Centrales (corazón del Reino de Guatemala y, posteriormente, de los circuitos de agroexportación), los estudios realizados en la periferia de las Tierras Altas Noroccidentales nos dan cuenta de la segregación y condiciones de pobreza extrema en las que vivía la mayoría de la población indígena de esta región, durante la crisis colonial. Los estudios realizados por John Watanabe (1981, 2006) en Santiago Chimaltenango; Jean Piel (1989) en San Andrés Sajcabajá; George Lovell (1990) en la Sierra de los Cuchumatanes; Michel Bertrand (1992) en Baja Verapaz; Shelton Davis (1997) en Santa Eulalia, Huehuetenango; Matilde González-Izás (2002) en San Bartolomé Jocotenango, El Quiché, entre otros, documentan cómo, a pesar de su ubicación marginal en relación con los centros de poder, los pueblos indígenas de Los Altos Noroccidentales, siempre estuvieron al tanto de los acontecimientos políticos que ocurrían en otras regiones de la provincia de Guatemala y formaron parte de las diferentes luchas en contra de las anomalías y excesos en la recaudación del tributo y en contra de los abusos en la “composición” de sus tierras comunales. Asimismo, ponen de manifiesto las distintas maneras en que sus estrategias de resistencia se ajustaron a sus exiguos recursos y estrechos márgenes de negociación. Por ejemplo, ante la drasticidad en el cobro del tributo, la tendencia más frecuente fue el ausentismo o abandono de los pueblos de indios, lo cual, dentro del pacto colonial, constituía un acto de franca rebeldía, pues la primera y fundamental obligación de los indios era permanecer en sus pueblos (Martínez Peláez, 1991:40). Los hallazgos de estos estudios también nos presentan a una población indígena que, a pesar de la beligerancia de sus acciones, enfrentó más problemas para negociar sus derechos y sus condiciones de inserción en los procesos de modernización. De hecho, fue en esta región donde las elites vinculadas al circuito cafetero suroccidental establecieron sus reservas de trabajadores estacionarios o “pueblos de mozos endeudados” durante la segunda mitad del siglo XIX y primera del XX (como se verá en el último capítulo de este libro). De igual modo, esta región fue el escenario de la política de tierra arrasada y matanzas generalizadas cometidas por el Estado de Guatemala durante el  conflicto armado de fines del siglo XX.

				Milicias criollas y violencia política  en territorios indígenas

				Si bien las reformas militares que se implementaron en el Antiguo Reino de Guatemala bajo la administración de los Borbones han sido poco estudiadas, el reciente estudio de Jorge González-Alzate (2006) sobre las milicias y la preservación del dominio español en Los Altos de Guatemala, durante el periodo 1763-1821 es altamente ilustrativo acerca de la importancia que las milicias (criollas y mestizas) tuvieron en la restitución del orden colonial en los territorios indígenas de Los Altos de Guatemala. En principio, las milicias fueron una institución estratégica para alcanzar la dominación de los pueblos indígenas, y para la reproducción de las jerarquías socio-raciales que ordenaban el mundo provinciano. Sobre todo, las milicias contribuyeron a legitimar un imaginario de autoridad basado en una fuerza privada facultada para ejercer la violencia pública, especialmente, si ésta se ejercía en contra del Otro, “el indio insurrecto y levantisco”.

				El poderío que llegaron a tener las milicias criollas y ladinas en Los Altos de Guatemala a partir del siglo XVII, se debe, según Stephen Webre (1987), a que el Reino de Guatemala se consideraba entre las posesiones más pobres que controlaba la Corona española. Por consiguiente, también eran escasas las tropas y armas con que contaban las autoridades coloniales para defender las costas y las poblaciones que se encontraban bajo su gobierno.[13] Frente a esa continua escasez de tropas y, especialmente, de oficiales experimentados, la responsabilidad de la defensa provinciana y el mantenimiento del control interno recayeron en los propios conquistadores, convertidos en encomenderos desde los primeros años de la Colonia. Así, los encomenderos formaron un “ejército miliciano” de estilo feudal que prestaba servicio militar en tiempo de necesidad y a cambio recibía distintas recompensas materiales en forma de concesiones de tierra, tributos y trabajo personal suministrados por los súbditos indígenas.[14]

				Tanto Pilar Sanchíz (1976) como el mismo Webre (1987) muestran las distintas maneras en que estos militares se consideraban hidalgos y anhelaban recrear en las Indias una sociedad tradicional en donde la profesión más prestigiosa fuera la de las armas. En principio, para estos hidalgos, servir en una compañía de caballería suponía prestigio social, no sólo porque exigía fuertes gastos para el mantenimiento de la cabalgadura, sino por el hecho de que se limitaba exclusivamente a los españoles, es decir, a los blancos. En contrapartida, el servicio de infantería estaba abierto tanto a los españoles como a las llamadas “castas” (mestizos, mulatos y negros libres), mientras que el empleo de indígenas en el servicio militar era considerado como algo fuera de lugar en la sociedad colonial del siglo XVII (Webre, 1987:519). De esta cuenta, la institución mediante la cual se manifestó y ejerció el poder colonial en los confines del Reino de Guatemala fue la institución miliciana, fuerza armada civil encargada de mantener el orden y la seguridad en el interior del reino. El control sobre dicha institución, nos explica González-Alzate (2006:3), permitió a los agentes reales negociar, desde su posición de ventaja, los términos del pacto colonial con la población subalterna y mantener su posición dominante a lo largo de tres siglos. 

				Para las autoridades del Reino de Guatemala, y concretamente para las de las Tierras Altas, la amenaza más significativa contra el orden colonial no provenía de enemigos extranjeros, sino de la población indígena misma. Tal como observamos en el apartado anterior, a lo largo de todo el periodo colonial, las comunidades de Los Altos resistieron en contra de los abusos e imposiciones imperiales que expoliaban sus recursos, constreñían sus espacios de acción y desbarataban el precario equilibrio socio-político del pacto colonial: el acuerdo tácito de las comunidades indígenas de someterse a la autoridad española, de pagar tributo y otras exacciones a cambio de un alto grado de autonomía política, económica y cultural (González-Alzate, 2006:5). 

				Los corregidores y alcaldes mayores eran quienes dirigían la represión de los levantamientos indígenas. En sus escritos se presentaban siempre pidiendo autorización para emplear mano dura o justificando el haberla empleado, advirtiendo con insistencia que la naturaleza de los indios y los intereses del rey aconsejaban el uso del máximo rigor. Tan pronto como le llegaba la noticia de una expresión de rebelión indígena, el alcalde mayor, el corregidor o el párroco convocaban a “Las milicias españolas, criollas y castas” para que marcharan a la escena del conflicto a reprimir la conmoción comunal (Martínez Peláez, 1991). En un primer momento, los dirigentes del movimiento eran arrestados, flagelados y conducidos a la cárcel del pueblo. Luego, eran presentados a las autoridades superiores para que se les juzgara y administrara condena (Hall y Pérez, 2003:115). 

				Al analizar las lógicas de la respuesta represiva del régimen colonial, desde sus diferentes instancias de gobierno en Los Altos de Guatemala, Martínez Peláez (1991) estableció que si un movimiento estallaba en un pueblo pequeño y ponía en peligro la autoridad local, ésta buscaba de inmediato el contacto con el corregidor, generalmente para obtener el envío de un batallón de milicianos armados. En los casos en que los levantamientos desbordaban la respuesta local, era frecuente que los alcaldes mayores propusieran la acción conjunta de gente armada de su cabecera con el auxilio de elementos de la Milicia de Quetzaltenango, cuya fuerza militar se proyectaba sobre la amplia región de las Tierras Altas de Guatemala.

				La característica fundamental del sistema de milicias consistía en la movilización de muchos elementos dispersos en dirección de un punto determinado. Los batallones especiales, como el de Quetzaltenango y el de Guatemala enviaban fuerzas de apoyo en casos de poca o mediana gravedad; pero en los casos más importantes se constituían núcleos móviles que arrastraban a milicianos de muchos otros lugares y dirigían su marcha y su acción. Por ejemplo, en 1820, con motivo del motín de Totonicapán, el corregidor de Quetzaltenango puso en movimiento una fuerza de más de mil soldados. Tenía como núcleo integrador la milicia quetzalteca, pero reagrupó gente ladina miliciana de toda la jurisdicción, más gente de las jurisdicciones de Totonicapán, Sololá y de las provincias de la vertiente del Pacífico (Martínez Peláez, 1991:133). 

				Si bien el objeto de la intervención armada de las milicias era sofocar y desmantelar la acción rebelde, restablecer la autoridad colonial del lugar y garantizar las condiciones para llevar a cabo el proceso judicial de los insurrectos, la permanencia de la tropa miliciana durante varios días o semanas en un pueblo “pacificado” regularmente se excedía e implicaba una sucesión de agravios cometidos con amplios márgenes de impunidad. Regularmente, sobre las comunidades rebeldes recaía la carga material y moral de remunerar a sus represores, y esto en dos sentidos: cubriendo la paga sobre los gastos de movilización de las milicias y sufriendo la paga extraordinaria implicada en las acciones de saqueo. Es imposible, subraya Martínez Peláez, “no ver en estos hechos un elemento de terror y un complemento de remuneración, resueltos simultáneamente” (1991:146).

				Por norma, los alcaldes mayores y los corregidores actuaban en su distrito como “Comandantes de Milicias Disciplinadas” durante el tiempo que duraban en dichos cargos. Los criollos y ladinos de pueblos de indios con los de villas y ciudades constituían el elemento más importante de las milicias en regiones con densa población india. Eran los milicianos más activos, pues los motines y tumultos reclamaban constante alerta y capacidad de entrar rápidamente en acción.  Comúnmente, su participación en los batallones de milicias les redituaba en un trato burocrático preferencial derivado de la hoja de servicios, o bien el prestigio social emanado de dichos servicios, especialmente el prestigio reconocido por autoridades y personas económicamente importantes; y en muchos casos, la expectativa del pillaje en servicios de represión de indios.

				Poder militar, jerarquías raciales  y privilegios

				Gracias a su ubicación estratégica –en el corazón de las Tierras Altas Indígenas–, su fuerza numérica, los extensos márgenes de acción y los espacios de influencia de los elementos que integraron su oficialidad, la Milicia de Quetzaltenango siempre fue de la mayor importancia en la Audiencia de Guatemala. Desde mediados del siglo XVII, ya contaba con una compañía de 300 milicianos de infantería y caballería; y a principios del siglo XIX esa fuerza había aumentado a más de 700 efectivos. Aun cuando nunca tuvo batallón fijo, los documentos dejan ver que aquella milicia se mantenía bien implementada y muy activa y que, sin llegar nunca a profesionalizarse, sus componentes eran algo más que milicianos. González-Alzate (2006:8 y 9) documenta cómo, desde sus orígenes, la participación en las milicias de Los Altos, y particularmente en la de Quetzaltenango, constituía un rasgo distintivo de los sectores español y ladino. Este estatus promovió un cierto sentido de identidad común que diferenciaba a los milicianos del resto de la población indígena de Los Altos. En efecto, el Servicio al Rey en Armas confería a la oficialidad miliciana acceso a los círculos gubernamentales, conexiones políticas, financieras y sociales. Asimismo, los oficiales de mayor rango tendían a actuar en colusión con los corregidores de turno, generalmente formando lucrativas alianzas comerciales con ellos. En términos generales, el cuerpo de oficiales de cada compañía tendía a estar integrado por los comerciantes y hacendados españoles peninsulares y los criollos más opulentos y socialmente distinguidos, tal como lo exigía la reglamentación militar. 

				Es significativo señalar que la incorporación de mestizos en las filas de la oficialidad miliciana de Los Altos no estuvo exenta de conflicto y reprobación beligerante por parte de los oficiales peninsulares y criollos que apelaban a su hidalguía y pureza de sangre para ostentar los cuadros de mando en las milicias.[15] En dichos conflictos milicianos aflora el carácter profundamente estamentario y violento que adquirió la administración colonial en los antiguos espacios indígenas, y las distintas maneras en que las Reformas Borbónicas incidieron activamente en la definición de los patrones de cambio ocurridos en el siglo XIX y sentaron las bases para el posterior desarrollo del capitalismo y la formación del Estado liberal en Centroamérica.

				FORMACIÓN DEL ESTADO FEDERAL  Y CONFLICTOS PROVINCIANOS

				Al comparar la lenta ruptura del vínculo colonial que experimentó Centroamérica en relación con los procesos vividos en otros países de América Latina (México, Colombia, Venezuela, etc.), uno de los consensos académicos gira en relación a que la independencia en esta región no fue resultado de una guerra revolucionaria anticolonial que incluyera a todas las provincias y lograra establecer alianzas entre las oligarquías criollas y los sectores medios y populares de la sociedad. Esta diferencia se debió al predominio de una oligarquía guatemalteca profundamente conservadora y reacia a cualquier movimiento que cuestionara el orden colonial; al arraigado localismo de las elites independentistas y a su incapacidad de establecer alianzas con los sectores medios (mestizos) y con los diferentes grupos indígenas de las Tierras Altas. Por el contrario, arguye Pinto Soria (1993:95), las elites provincianas vieron en el proceso de independencia la oportunidad de librarse no sólo del tutelaje español, sino también del guatemalteco, que por su proximidad geográfica resultaba más efectivo y molesto que el primero. 

				Vale recordar que durante el proceso de independencia cada uno de los ayuntamientos y Alcaldías Mayores creadas durante las últimas décadas del periodo colonial, respondió de manera diferente a los acontecimientos derivados de la crisis colonial. Aun cuando todos aceptaron la independencia de España, sus respuestas acerca del futuro inmediato fueron diversas y, en muchos casos, encontradas. Por ejemplo, Quetzaltenango y muchos de los pueblos de las Tierras Altas y la región centroamericana conocida como Provincias Orientales del Imperio (Comayagua, León, Heredia y Cartago) buscaron adherirse a México temiendo, no sólo la agresión extranjera, sino previniendo que Guatemala buscara restablecer su dominio político. Mientras tanto, las provincias de Tegucigalpa, Granada, San José Alajuela y San Salvador, veían con recelo el liderazgo mexicano y rechazaban la idea de adscribirse nuevamente a un régimen imperial (Hall y Pérez, 2003:41). Por su parte, la oligarquía guatemalteca, ante su propia crisis de gobernabilidad y su afán por mantener la posición de dominio frente a las demás provincias centroamericanas, asumió la adscripción al proyecto imperial de Iturbide como la opción más adecuada ante la incertidumbre del momento, toda vez que el Istmo no podía permanecer sujeto a la metrópoli mientras en México y Colombia triunfaba la independencia (Vázquez-Olivera, 2006). Además, la alianza con el imperio de Iturbide era el sustituto más cercano del poder colonial que le garantizaría el respaldo necesario para seguir disfrutando de sus privilegios coloniales. En otras palabras, los patricios guatemaltecos veían en la anexión a México la oportunidad de reposicionarse dentro del nuevo orden. En efecto, a cambio de unirse a su Imperio, Iturbide les ofreció una alianza mutuamente provechosa, respeto a las autoridades constituidas y suficientes escaños en el Congreso mexicano.

				Según Mario Vázquez-Olivera (2006) en la decisión del gobierno mexicano de anexar las provincias guatemaltecas prevalecieron algunos criterios que trascendieron la existencia misma del imperio de Iturbide y refrendaron su vigencia a lo largo de los siglos XIX y XX. Algunos de estos criterios eran la pertinencia de modificar los antiguos linderos coloniales en aras de dotar de profundidad territorial a las fronteras del sureste; proyectar ampliamente la influencia mexicana sobre Centroamérica y el Caribe, con miras a fortalecer la posición del país en el escenario internacional; y apuntalar su liderazgo en América Latina y buscarle un contrapeso a las potencias europeas y Estados Unidos.

				En medio de profundas diferencias y objetivos contrapuestos entre el gobierno de Guatemala y las autoridades del interior, y enfrentamientos entre grupos rivales dentro de cada provincia, finalmente, en el último trimestre de 1821 se concretó la anexión a México. No obstante, pocos meses después se hicieron evidentes los riesgos implícitos en dicha anexión; sobre todo, después de que el gobierno de Iturbide estableciera una serie de medidas arbitrarias que buscaban no sólo controlar a la oposición política, sino hacer efectivo su dominio en toda la región. Algunas de estas medidas fueron  el aumento de tarifas fiscales, la supresión de la Contaduría de Cuentas, el encarcelamiento de líderes políticos que se oponían a la anexión bajo el cargo de conspiración, el envío del ejército a ocupar espacios estratégicos del Istmo, la agresión militar a El Salvador y la reorganización de todo el territorio de Centroamérica en tres comandancias militares que trasgredían las fronteras existentes entre las provincias (Vázquez-Olivera, 2006). El mapa 3 ilustra cómo la anexión a México se dio en medio de encontradas diferencias entre las provincias del Istmo Centroamericano y la movilización de tropas mexicanas y guatemaltecas para restablecer el orden bajo el imperio de Iturbide.

				La adhesión a México concluyó en 1823, cuando el imperio de Iturbide colapsó con el Plan de Casa Mata, y los liberales mexicanos restablecieron la República. En ese mismo año, las provincias de Centroamérica llamaron a un congreso constituyente y, en julio de 1823, impugnaron la anexión y declararon el antiguo Reino de Guatemala como una república independiente bajo el nombre de la Unión de Provincias de Centroamérica.[16] Internamente, la conformación de la nueva república continuó siendo un proyecto accidentado e incierto, pues enfrentaba una sociedad en crisis y profundamente fragmentada, así como la oposición de importantes grupos de poder (principalmente la aristocracia comercial, la jerarquía de la iglesia católica y la fuerte influencia británica) que obstaculizarían todos los esfuerzos tendientes a descolonizar la sociedad y fortalecer la unidad centroamericana.

				Vale la pena anotar que aun cuando el experimento anexionista tuvo una corta vida, no sólo evidenció la fragilidad de las ideas acerca de la unión de las repúblicas centroamericanas, sino lo arraigado de las contradicciones y diferencias al interior de éstas. Por otra parte, esta experiencia marcó el curso subsiguiente del Estado Federal de Centroamérica y del propio Estado de Guatemala. En principio, porque los desaciertos y los desastrosos resultados de la anexión al imperio de Iturbide ahondaron la conflictividad y las posiciones encontradas entre las provincias y condujeron a la sangrienta guerra entre San Salvador y Guatemala acaecida entre 1826 y 1829. Con esta guerra se inauguró  el periodo de violencia que caracterizó la primera mitad del siglo XIX en Centroamérica. Posteriormente, la decisión de las autoridades de Chiapas de continuar perteneciendo a México –aun cuando el Soconusco siguió bajo la jurisdicción de Guatemala durante 18 años más– provocó sucesivas tensiones, amenazas de intervención militar y esfuerzos de negociación de los límites fronterizos entre los gobiernos de Guatemala y México a lo largo de todo el siglo XIX. Para el caso de Guatemala, esto se tradujo en la pérdida de dichos territorios y en un profundo desgaste de la relación con su vecino más poderoso. Finalmente, la anexión a México ahondó la conflictividad entre el nuevo Estado de Guatemala y los pueblos indígenas de las Tierras Altas que se negaron a formar parte de la nueva República, argumentando su lealtad al imperio de Iturbide. Este conflicto puso de manifiesto las profundas tensiones que se establecieron entre criollos, ladinos e indígenas durante la crisis colonial. También evidenció el imaginario colonizador de las elites republicanas guatemaltecas que buscaban reducir los territorios indígenas a su imaginario de Estado-nación, apelando únicamente a la legitimidad estatal de posicionarse en todos los espacios que habían pertenecido a la vieja jurisdicción del Reino de Guatemala.

				La iniciativa de formar la República Federal de Centroamérica entre 1823 y 1842 se asentó en una sociedad fragmentada, con múltiples disputas de poder y territorios en litigio. Por sólo recordar algunos, aún estaban vigentes: las antiguas disputas territoriales con Inglaterra en relación con las tierras bajas del litoral Atlántico (particularmente Honduras Británica, hoy Belice, y la Costa Misquita); los forcejeos entre las provincias y al interior de éstas por alcanzar su autonomía; las disputas entre Guatemala y México por las provincias de Chiapas y el Soconusco; la negativa de los pueblos indígenas de las Tierras Altas Centrales a jurar lealtad al Estado Federal, y los continuos intentos de las elites criollas y ladinas de las Tierras Altas Occidentales de separarse de la provincia de Guatemala y conformar el Estado de Los Altos.[17] Es importante resaltar que durante las tres décadas siguientes a la independencia, la elite altense (quetzalteca y marquense), con el apoyo del grueso de la población ladina, se enfrascó en una tenaz lucha contra la elite comercial y política de la Ciudad de Guatemala con el fin de obtener su autonomía regional. Las tensiones y disputas de poder entre estos dos importantes grupos de la oligarquía guatemalteca (la quetzalteca y la de la Ciudad de Guatemala) son claves para entender los momentos cruciales del proceso de formación del Estado y en la definición del modelo de modernización capitalista que seguirá Guatemala durante el siglo XIX.
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				En una sociedad poscolonial con múltiples disputas no  resueltas y debilitada por la rivalidad provinciana, la  incertidumbre política y territorial, diferentes caudillos y grupos de poder competían por el control de la Federación, la reorganización de las provincias del Istmo y el control de sus recursos estratégicos: tierra, trabajo, redes de abastecimiento, flujos financieros, rutas comerciales e instituciones del Estado que les permitieran avanzar en sus iniciativas privadas. Así, las elites que pretendieran impulsar la modernización del Istmo se enfrentaban a grandes desafíos para poder alcanzar algunos consensos básicos que les permitieran definir el ámbito político del nuevo Estado Centroamericano, demarcar las fronteras de su territorio, organizar una administración relativamente coherente y un ejército nacional que garantizara la seguridad interior. Otro reto, tanto o más difícil que los anteriores, era la construcción de un imaginario nacional que le diera identidad y cohesión a los muchos espacios fragmentados que durante tres siglos de dominio colonial habían experimentado profundas rivalidades.

				En otras palabras, la ruptura del pacto colonial y la adopción de la forma federativa de gobierno suponían dejar atrás las antiguas formas de administración colonial. Suponía también, según Pinto Soria (1993), establecer formas de gobierno más complejas, compuestas básicamente por dos administraciones: el Estado Federal y el Estado provinciano, lo cual demandaba la contratación de un mayor número de funcionarios con capacitación especializada y un mayor presupuesto de funcionamiento. Todos estos requerimientos implicaban serias dificultades para una nueva elite gobernante sin legitimidad política, sin experiencia en las nuevas formas de gobierno federal y sin recursos para enfrentar la profunda crisis deficitaria que pesaba sobre la naciente federación. Particularmente, luego que las elites provincianas se negaran a cumplir con sus responsabilidades fiscales y dejaran de pagar la cuota que les correspondía para sostener a las autoridades federales. 

				La fragmentación y conflictividad latente que se vivía en el nuevo Estado Federal llevó a que sus dirigentes políticos recurrieran cada vez más a la formación de ejércitos caudillos y al endeudamiento externo para financiar los continuos enfrentamientos armados en los que se vieron involucrados a lo largo de los 20 años que duró la Federación. Así, desde sus inicios el Estado Centroamericano surgió estrechamente ligado a la formación de un ejército compuesto por diferentes grupos de milicianos; y a la intervención de las potencias imperiales que financiaron las iniciativas guerreristas en la región.

				El influjo de Inglaterra en el proceso  de formación del Estado en Centroamérica

				Desde sus inicios, la relación que sostuvo la nueva República Federal de Centroamérica con Inglaterra giró en torno a dos asuntos medulares, el primero, la disputa de buena parte del territorio del Istmo ubicada en la Costa Atlántica; y el segundo, la firma de un tratado comercial que regulara las múltiples transacciones que realizaban los comerciantes ingleses en la región. El problema consistía, según Mario Rodríguez (1995), en clarificar si Gran Bretaña podía, o no, reclamar derechos de soberanía sobre las tierras bajas en el litoral Atlántico y sus islas adyacentes. Desde el principio, la disputa giró en torno al estado legal del territorio de Honduras Británica, hoy “Belice”, y de las Islas de la Bahía en el Golfo de Honduras. Inglaterra demandaba la estratégica isla de Roatán y todo el territorio de la Mosquitia, el cual abarcaba buena parte de la Costa Atlántica de Honduras, toda la de Nicaragua y una porción de la de Costa Rica. Además, las  empresas madereras inglesas, ahora debían reconocer al Estado Federal de Centroamérica como el nuevo garante de las concesiones que le habían sido otorgadas desde 1780, justo en un momento en que estas empresas ya habían agotado las reservas forestales en sus antiguos dominios y necesitaban expandirse más allá de los límites originales fijados por los tratados del siglo XVIII.[18]

				Por otra parte, Inglaterra tenía un acusado interés en los mercados potenciales de Centroamérica, y en las posibilidades que ofrecía la geografía de esta región para la construcción de rutas y ejes transoceánicos que revolucionarían los flujos comerciales a escala mundial. En principio Inglaterra pretendía que los nuevos Estados establecieran comunicaciones duraderas y seguras entre los centros de poblamiento, las plantaciones de la vertiente pacífica y los puertos de exportación de la costa atlántica.[19] El mapa 4, trazado en 1830 por el cartógrafo británico John Baily, revela elocuentemente el creciente interés de Inglaterra en la apertura de diferentes rutas de comunicación interoceánica a través de Honduras, Nicaragua y Tehuantepec. Vale decir que este mapa no fue publicado sino hasta 1850, momento en el que fue ampliamente criticado por los cartógrafos de las otras potencias mundiales, como muestra de un claro intento de los británicos por establecer su hegemonía en la navegación y el comercio transoceánicos.

				Los intereses coloniales y geopolíticos de Gran Bretaña en el Istmo Centroamericano hicieron que la relación con esta potencia fuera abiertamente agresiva. Desde sus inicios, Inglaterra se negó a reconocer la independencia y legitimidad de la República Federal de Centroamérica o a establecer relaciones diplomáticas con cualquiera de los cinco Estados centroamericanos. En otras palabras, se negó a reconocer el derecho de aquélla a negociar los espacios en disputa, optando por establecer relaciones bilaterales entre las casas comerciales inglesas y los gobiernos provincianos y acudir a su fuerza naval para resolver sus disputas. Lejos de negociar con las nuevas autoridades republicanas, una de  las principales responsabilidades del representante británico para Centroamérica (el peculiar personaje Frederick Chatfield) era el consolidar y ampliar los dominios coloniales de Inglaterra en la región. Esta pretensión siempre se fundó en el viejo principio del “derecho de ocupación efectiva”, el cual establecía que, en la práctica, Belice era una colonia británica. Este derecho de posesión (o derecho prescripto) fue el eje a partir del cual Inglaterra reclamó como propias todas las concesiones que el imperio español le había hecho en 1783 y 1886 (mapa 5). A estas concesiones sumaban todos los territorios que ellos alegaban haber ocupado antes de la independencia.
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				Los dirigentes liberales involucrados en la formación del Estado Federal consideraban que los abusos del monopolio comercial beliceño y la creciente expansión colonial de los ingleses en el Atlántico limitaba el desarrollo económico de la región. Aun cuando intentaban restringir el poder de la oligarquía comercial inglesa-beliceña,[20] frecuentemente, el resultado de sus negociaciones se traducía en la ampliación de las concesiones y privilegios otorgados a las casas comerciales inglesas.

				La política del gobierno federal respecto a Inglaterra fue ambivalente y contradictoria. 

				Una combinación de relaciones de intercambio comercial y contrabando; dependencia en el financiamiento y adquisición de las armas utilizadas en las guerras intestinas; disputa de unos territorios, y a la vez generosas concesiones de otros (con el fin de propiciar la inmigración europea o amortiguar las deudas contraídas a través de empréstitos condicionados). 

				Como veremos en el siguiente apartado, esta contradictoria política del gobierno federal provocó el descontento de las comunidades del Oriente de Guatemala, las cuales se organizaron en el levantamiento de “La Montaña”, una de las sublevaciones más decisivas del temprano  siglo XIX.

				Modernización liberal y respuesta popular

				Aun cuando las dos décadas que duró el Estado Federal  de Centroamérica se caracterizó por su alto grado de conflictividad y por la rivalidad entre caudillos provincianos,  vale la pena distinguir las dos grandes etapas de su proceso de formación: la primera arranca con la Asamblea Nacional Constituyente en 1823 y en ésta se definen las bases institucionales y políticas del proyecto constitucional del Estado; en la segunda –que va de 1829 a 1838– se refunda el proyecto federal bajo la hegemonía del Movimiento Morazánico, el cual representaba los intereses de las elites modernizadoras de Honduras, El Salvador y Guatemala.[21] En esta segunda etapa dos de los ideólogos del movimiento (Francisco Morazán y Mariano Gálvez), llegan al poder e impulsan una serie de medidas tendientes a destruir las estructuras del antiguo régimen y a sentar las bases institucionales de una república centroamericana “moderna, progresista y acorde a los principios liberales”.

				Según Ralph Woodward (1992), en el corazón del nuevo Estado liberal estaba el deseo de un crecimiento económico rápido mediante la expansión de la agroexportación. Así, entre 1831 y 1838, la administración de Mariano Gálvez intentó estimular el desarrollo del comercio, de la agricultura de plantación y de una extensa red de comunicaciones, pero con muy poca comprensión de los efectos que sus políticas tendrían en el bienestar de la mayoría de la población.[22] Otras de las iniciativas modernizadoras impulsadas por Gálvez, y que finalmente, provocaron el descontento popular fueron:

				a) La definición de una política de comercio que promovió las importaciones de textiles británicos a gran escala y que llevó a la quiebra las pequeñas empresas artesanales de textiles y a sus comerciantes locales. 

				b) El restablecimiento del impuesto directo de la capitación (reminiscencia del tributo cobrado por los españoles y que suscitó sostenidos procesos de rebelión indígena). La capitación estaba dirigida, principalmente, a recaudar el impuesto de los jornaleros e indígenas, quienes debían pagar un máximo de $1.00. Posteriormente, la administración de Gálvez elevó dicho impuesto a dos pesos per cápita –una cantidad difícil de pagar por un sector de la población cuya economía aún operaba principalmente mediante el trueque. Además, los indígenas estaban molestos por la decisión del gobierno de Gálvez de tomar su dinero de las cajas de comunidad para sufragar los gastos del gobierno.[23] Esta decisión fiscal provocó un intenso debate entre los conservadores y los liberales. Los primeros opinaban que los indígenas podían utilizar esos fondos de la manera que consideraran pertinente, mientras que los liberales aducían que se tenía que invertir un porcentaje de esos fondos en la educación (Dary, 2008:26).

				c) La construcción de una extensa red de caminos y puertos, que facilitaran la expansión de las agroexportaciones. Estos proyectos exigían el uso de mano de obra forzada, por lo que se estableció que los hombres de cada localidad tenían obligación de trabajar tres días al mes en la construcción de carreteras y que los funcionarios locales debían cumplir con el envío de los trabajadores a los puntos requeridos por las autoridades.

				d) El impulso de una política de regularización, titulación y adquisición privada de las tierras públicas, tierras comunales y ejidales indígenas con el fin de estimular el aumento de la producción de agroexportación. No obstante, las políticas de privatización de las tierras comunales, lejos de tener algún atractivo para los indígenas, provocaron entre ellos profundo descontento frente a la intervención del Estado en su territorio.

				e) El retiro del clero y los religiosos de los espacios políticos, económicos y culturales que tradicionalmente venían ocupando. Entre 1829 y 1832 se expulsó a curas y religiosas; se confiscaron los bienes de las órdenes regulares; se prohibió el cobro del diezmo; se suprimieron los feriados religiosos y se decretó la libertad de cultos. Más tarde, la legislación guatemalteca autorizó el matrimonio civil, legalizó el divorcio y eliminó la intervención de la Iglesia en la educación. Particularmente, se limitó el protectorado paternalista que la iglesia católica ejercía en las comunidades rurales y se buscó “occidentalizar al indígena” a través de la educación laica.

				f) El impulso de un proyecto de inmigración europea y asignación de enormes concesiones de tierra a compañías de colonización extranjeras (principalmente inglesas). El programa de modernización impulsado por el gobierno de la Federación y, particularmente por la administración de Mariano Gálvez, descansaba en la idea de que “con sólo abrir las puertas de la República a los europeos ilustrados se haría de Centroamérica un país desarrollado y rico”.[24] Por consiguiente, se consideraba prioritario “atraer a todos aquellos elementos europeos que tuvieran ideas modernas, capitales y tecnología avanzada que contribuyeran a sacar la región de la situación de atraso en que se encontraba sumida” (Wagner, 1996:15). Entre marzo y agosto de 1834 el gobierno de Guatemala cedió una  significativa extensión de las tierras públicas a  una compañía extranjera de colonización, haciendo caso omiso de las peticiones presentadas en contra de los contratos de colonización por parte de las poblaciones residentes en dichas tierras. Gracias a esta política, la elite comercial inglesa-beliceña y representantes de casas comerciales británicas continuaron obteniendo toda clase de concesiones (minas, casas, tierras, plantaciones). 

				Cabe señalar que, desde sus inicios, el rubro de defensa del gobierno de la Federación y de cada uno de los Estados que la integró, constituyó un mercado seguro para ciertas industrias y casas comerciales inglesas y alemanas.[25] La constante demanda de armas, equipamiento y uniformes aumentó la deuda y la dependencia del capital que éstas les ofrecían, y de consiguiente, contribuyó a reducir los ya exiguos márgenes de negociación. Esto hizo que, en 1835, estas casas comerciales inglesas recibieran nuevas concesiones en el Golfo de Honduras, que incluían bosques de caoba y palo de Brasil, además del puerto de Santo Tomás de Castilla. Con estas concesiones, lejos de lograr el impulso modernizante por parte de “inmigrantes industriosos”, únicamente se logró consolidar la influencia de Gran Bretaña en la región, el monopolio comercial de Belice y su expansión en la industria maderera. 

				La influencia inglesa en Centroamérica se fortaleció por la vía de los empréstitos públicos que se realizaban a través del Estado con la garantía prendaria de extensos territorios, los ingresos de aduana o alcabala marítima u otras formas de impuestos al comercio exterior. La deuda contraída con Inglaterra siempre viabilizó la presión diplomática que esta potencia ejercía en la región, al mismo tiempo que embargó la posibilidad de capitalizar el erario público. Cuando se disolvió la Federación, los cinco países tuvieron que asumir una parte proporcional de la deuda contraída por el Estado Federal. El gobierno de Guatemala, por sí solo, debía pagar 67 900 libras esterlinas, 5/12 del total de la deuda, sin embargo, ésta siempre quedó en mora y no fue sino hasta 1856 que el gobierno conservador se vio obligado a contratar un nuevo empréstito por 100 000 libras para reconvertir la deuda (Torres Rivas, 1989:18).

				Descontento oligárquico, rebelión popular  y liderazgo caudillo 

				El conjunto de las políticas impulsadas por la primera generación de liberales estimuló una variedad de respuestas por parte de todos los sectores que veían afectados sus intereses. El reclamo popular en contra de los gobiernos liberales –tanto del Estado de Guatemala como de la Federación– se hizo cada vez más frecuente a partir de 1835. No obstante, las elites liberales no alcanzaron a comprender el poder potencial de la resistencia popular. Tampoco dimensionaron la envergadura que tendrían los levantamientos indígenas en contra del impuesto de la capitación, ni la fuerza que alcanzaría el combativo levantamiento de La Montaña, organizado por grupos de campesinos indígenas y mestizos del Oriente de Guatemala que se oponían a las concesiones territoriales otorgadas a las compañías extranjeras de extracción maderera y al arribo de los colonizadores belgas y británicos que se asentaron en Izabal en julio de 1836.

				Si bien en 1837 ocurrieron sublevaciones y revueltas en más de 30 comunidades indígenas de Los Altos que se oponían al impuesto de la capitación; a las transformaciones del sistema judicial; a las políticas de privatización de sus tierras comunales; y al anticlericalismo practicado por los dirigentes liberales; finalmente, fue en el Oriente del país donde se afianzó un movimiento vigoroso que logró establecer alianzas cruzadas entre los líderes campesinos, un importante sector del clero y las elites oligarcas de la Ciudad de  Guatemala. En un principio, la Rebelión de La Montaña  o Guerra de La Montaña fue un movimiento de campesinos indígenas y mestizos dirigido por el caudillo Rafael Carrera que abarcó casi todo el Oriente de la república (la mayoría de los departamentos de Jalapa, Jutiapa, Santa Rosa, Chiquimula y Zacapa). La gente de la montaña, según Dary (2008), tenía buenas razones para oponerse a las reformas liberales. Algunas de éstas eran la defensa de sus tierras, sus formas de organización y su autonomía.[26] Además, se oponían a todas las políticas que pretendieran transformar su normativa y sus creencias religiosas, particularmente, al retiro de los curas de sus pueblos; a las leyes que regulaban los cementerios; a la aprobación del matrimonio civil y sobre todo, al divorcio. En una sociedad provinciana, patriarcal y con un fuerte arraigo católico, todas las medidas que atentaran contra la “unidad familiar” o buscaran secularizar la relación entre el Estado y la sociedad eran consideradas “absolutamente inmorales”. Por consiguiente, se les etiquetó como “la ley de perros” (Miceli, 1974), (Dary, 2008). Vistas desde el presente, todas estas transformaciones fueron radicalmente pioneras en una sociedad altamente conservadora como lo era la Guatemala de los siglos XIX y XX. Así, era fácil que éstas fueron utilizadas por los curas provincianos para inflamar la ira de sus parroquianos en contra de un gobierno que atacaba sus costumbres, sus sagradas instituciones y vulneraba los fundamentos de la sociedad.

				A todos estos malestares se sumó la epidemia del cólera y la arbitrariedad del gobierno en la instrumentación de las medidas sanitarias. En principio, los funcionarios del gobierno encargados de prevenir la epidemia consideraban que el cólera era una enfermedad propia de indígenas y mestizos pobres, por lo que todos los aspectos de su estilo de vida –los alimentos que comían y eliminaban, la forma de deshacerse de su basura, la manera de enterrar a sus muertos– estuvieron sujetos a debate, condena y reforma (Grandin, 2007:127). Cuando en 1837, el cólera ya había cobrado muchas vidas en el área rural, se extendió el rumor de que el gobierno estaba envenenando las aguas y provocando la muerte de gentes inocentes para, luego, arrebatarles sus tierras. Dicho rumor fue ampliamente propagado desde el púlpito por los curas de los pueblos donde la enfermedad estaba cobrando más víctimas (Montúfar, 1878), (Ingersoll, 1972). Así, la epidemia del cólera apareció en un momento de crisis económica y justo cuando el gobierno había ignorado las necesidades y demandas de los campesinos en cuanto  a la abolición de los impuestos, la defensa de sus tierras y el respeto al catolicismo. 

				La Rebelión de La Montaña duró dos años, de 1837 a 1839, y sus protagonistas tuvieron dos gritos de batalla: “religión por siempre” y “muerte a los extranjeros y a los heréticos” (Dary, 2008:29). Finalmente, esta rebelión traería consigo el ocaso del primer régimen liberal, el desmantelamiento de la Federación de Centroamérica y la caída del Estado de Los Altos de Quetzaltenango (Grandin, 2007:120-121).

				A partir de su participación en el movimiento de La Montaña, la figura de Rafael Carrera destacó significativamente, pues, aprovechando el carisma de su liderazgo y la fuerza de la rebelión campesina, éste logró establecer una estratégica alianza con la oligarquía criolla; derrocar el gobierno de Gálvez en 1838; terminar de desestructurar la débil Federación, y establecer una prolongada dictadura que duraría de 1839 a 1865. Durante todo este periodo el Estado guatemalteco estuvo dominado por la elite conservadora de la Ciudad de Guatemala, la cual orientó sus formas de administración estatal siguiendo el antiguo patrón del orden colonial.

				Para concluir esta sección, podemos decir que desde sus inicios, la formación de las Repúblicas y el Estado en Centroamérica se caracterizó por la exclusión y descontento de los campesinos mestizos e indígenas frente a todas las medidas que constreñían aún más sus medios de vida y espacios de decisión. Además, se caracterizó por la fragmentación provinciana, la agitación civil y la rivalidad entre las elites liberales que refrendaban la idea de un “Estado moderno de tipo federal”; y las elites patricias que defendían la vuelta al viejo orden de tipo colonial. Pero sobre todo, el nacimiento del Estado se caracterizó por la rivalidad latente entre los caudillos que pretendían establecer su dominio militar y político en la región. 

				Lo cierto es que las continuas guerras libradas entre las oligarquías provincianas y sus respectivas fuerzas caudillas, vedaron de antemano la posibilidad de construir un consenso social básico que hiciera viable, un proyecto –por demás ambicioso– como lo fue el de federar los territorios que históricamente habían sido rivales y estaban en disputa. Al fracasar el Estado Federal se establecieron gobiernos provincianos débiles con un régimen constitucional teóricamente fuerte, pero con largos periodos de crisis institucional en los que todo el poder se concentraba en la figura del presidente, el cual fungía como un dictador al mando de sus propios ejércitos milicianos. 

				En definitiva, la guerra y la violencia pública que se vivió en los procesos de constitución de las Repúblicas y el Estado en Centroamérica, finalmente definieron las formas de entender lo político en esta región. Al rastrear las trayectorias de los caudillos que estuvieron al frente de la precaria institucionalidad estatal, se observa que, antes que negociar las diferencias, la mayoría de éstos mostró una excepcional disposición a demonizar y matar a los contendientes. Asimismo, expresaban un profundo desprecio por “las masas”, particularmente, si estas encarnaban a los indígenas. Así, el autoritarismo, la intolerancia y el caudillismo fueron modelando la arena política en las nacientes repúblicas de Centroamérica. En consecuencia, la formación del Estado llevó implícito el despliegue de la violencia sumaria y brutal, la cual contribuyó de paradójicas maneras a acrecentar el poder coercitivo de los agentes privados con fuertes vínculos estatales, al mismo tiempo que fortaleció a todos los que desafiaran o socavaran su autoridad. Tal como dice Holden (2004), los nuevos actores políticos saturaron el campo  de poder alrededor del Estado con la dinámica del caudillaje,  el clientelismo político y el habitus de la violencia. Así las características decisivas del Estado en Centroamérica en el siglo XIX fueron: la continua necesidad de improvisar su autoridad coercitiva mediante la negociación y los regateos con líderes, caudillos y diferentes tipos de bandas armadas; la incorporación de estas fuerzas militares (con tradiciones, lógicas e intereses diversos) en un solo ejército que se constituyó en “nacional” en un sentido estrictamente jurídico-formal; y la ausencia de una ciudadanía con sentido de inclusión e identidad nacional que fuera capaz de confrontar las ambiciones tiránicas y corruptas del caudillo y sus fuerzas armadas de turno.

				Crisis de la federación y secesión  de Los Altos

				En medio de la crisis provocada por el derrumbe de la Federación Centroamericana, la beligerancia del movimiento de La Montaña y la reconquista del poder por la oligarquía conservadora y el caudillo Rafael Carrera, las elites criollas y ladinas de Los Altos resolvieron independizarse del Estado de Guatemala y constituirse en el Sexto Estado Centroamericano –el cual estaba integrado por los departamentos de Quetzaltenango, Totonicapán y Sololá–. El Estado de Los Altos (1839-1840), según González-Alzate (1995:85), fue una entidad política cuyos orígenes y existencia efímera se vieron estrechamente vinculados con la tortuosa trayectoria del proyecto federal, ante el cual sucumbió finalmente. No obstante, y a pesar de su efímera existencia, la organización de este nuevo Estado definió significativamente las relaciones entre las elites patricias radicadas en la Ciudad de Guatemala y las elites ladinas y criollas de Quetzaltenango (las dos más importantes ciudades dentro del nuevo Estado guatemalteco). Al mismo tiempo, ahondó las antiguas desavenencias y tensiones entre elites ladinas y comunidades indígenas al interior de los pueblos comprendidos en toda la región de Los Altos.

				En principio, las elites del movimiento separatista que impulsaron la conformación del Estado de Los Altos se cohesionaron en torno a su arraigada identidad altense, su rivalidad con los comerciantes y oligarcas de la Ciudad de Guatemala y su antigua y fervorosa aspiración regionalista (González-Alzate, 1995:86). Además, los miembros del movimiento compartían un acusado interés por administrar sin reparos el vasto territorio de Los Altos de Guatemala y sus tierras bajas en el litoral del Pacífico. Todos estos espacios, de una u otra forma, habían estado bajo su dominio administrativo y militar durante la crisis colonial y los primeros años de la vida independiente.[27] Asimismo, estas elites demandaban una serie de reformas agrarias y fiscales que les permitieran tener acceso a recursos (sobre todo tierra y trabajo) que estaban en manos de los pueblos indígenas, los cuales eran indispensables para el impulso de nuevos proyectos ligados a la economía de plantación. Tal como se observa en el mapa 6, la formación del Estado de Los Altos, constituía un proyecto geopolítico mediante el cual las elites altenses (quetzaltecas y marquenses) buscaban establecer su dominio sobre la relación Tierras Altas y Tierras Bajas del declive del Pacífico, en donde se desarrollaría la economía de plantación y su respectiva salida al mar. 

				Con la formación del Estado de Los Altos cristalizaron las viejas rivalidades y disputas entre la oligarquía de la Ciudad de Guatemala y las elites quetzaltecas por administrar los territorios indígenas. Así, algunas de las más importantes reformas impulsadas por las elites altenses fueron: la privatización y regularización del régimen de propiedad de la tierra, para poder hacerse de tierras comunales indígenas declarándolas como baldías; reparar y construir la red de caminos que comunicaba las ciudades importantes de Los Altos (Quetzaltenango y San Marcos) con la costa del Pacífico; obtener mano de obra indígena forzada; capitalizar su naciente Estado para poder financiar la defensa armada frente a la amenaza militar del Estado de Guatemala, y financiar sus proyectos modernizadores. Esto último implicaba la imposición de onerosas cargas fiscales a la población indígena de Los Altos (entre otras exacciones, restablecer el odiado impuesto de la capitación). La instrumentación de varias de estas medidas se llevó a cabo de manera precipitada y violenta, en un momento de ingobernabilidad a raíz de la epidemia del cólera y las medidas sanitarias para su prevención.
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				Jorge González-Alzate (1994) y Arturo Taracena (1999) documentan las distintas maneras en que cada una de estas medidas provocó hostilidad y acciones de resistencia por parte de los pueblos indígenas de la región, quienes, arguyendo diferentes razones, expresaron su total rechazo frente a un proyecto estatal que los dejaba bajo la autoridad y arbitrariedad de sus viejos y conocidos rivales: los criollos y ladinos altenses que habían comandado las milicias de Los Altos. 

				Las razones y formas específicas que adquirió la rebelión en los pueblos indígenas bajo la jurisdicción del nuevo Estado de Los Altos variaron, dependiendo de las formas diferenciadas en que estas medidas afectaban su economía, sus intereses comerciales, sus lógicas administrativas, sus espacios de autonomía política o sus formas de entender y administrar la vida, la muerte y la salud. Mientras que unos pueblos se levantaron en contra de las medidas sanitarias para erradicar la epidemia del cólera, otros lo hicieron frente al impuesto de la capitación, o frente a la desestructuración de sus espacios comerciales, la expropiación de sus ejidos o la imposición de trabajos forzosos en la construcción de caminos. Lo cierto es que, durante el breve lapso que duró el Estado de Los Altos, la región vivió una fuerte conmoción social. 

				Frente al creciente descontento popular y las variadas manifestaciones de resistencia indígena, las nuevas autoridades no dudaron en reorganizar el ejército miliciano altense y recurrir a sus viejas prácticas de represión en contra de los pueblos indígenas para sostener su proyecto estatal, así como los intereses económicos del nuevo régimen oligárquico de Los Altos de Guatemala (González-Alzate, 2006:18).

				Muchas de las acciones administrativas para formar el Estado de Los Altos, así como la respuesta indígena frente a éstas, ya se venían dando desde el gobierno de Mariano Gálvez, particularmente, desde la epidemia del cólera morbo. Por ejemplo, en pueblos como Sololá, Santa Cruz del Quiché, Joyabaj, Huehuetenango y Totonicapán, el descontento popular había estallado cuando las autoridades altenses trataron de instrumentar la política sanitaria para prevenir el cólera.
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Mapa 2. Rebeliones indigenas
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Fuente: Hall y Pérez Brignoli, 2008:114.
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Mapa 4. Proyecto de Rutas Transoceanicas y Colonias Briténicas
en el Istmo Centroamericano

Fuente: John Baily (955318), Mapoteca de la biblioteca Ludwig von Mises, UFM.
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Mapa 5. Colonialismo britanico en América Central
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Fuente: Hall y Pérez Brignoli, 2003:44.





OEBPS/images/portadilla3_fmt.jpeg
MODERNIZACION CAPITALISTA,
RACISMO Y VIOLENCIA

GUATEMALA (1750-1930)

Matilde Gonzdlez-Izds

EL COLEGIO DE MEXICO





OEBPS/images/legal_fmt.jpeg
330.97281

G6439m

Gonzdler-Tzds, Matilde.

Modernizacién capitalista, racismo y violencia : Gua-
temala (1750-1930) / Matilde Gonzilez Izfs. — la. ed. —
Mésico, D.F. : El Colegio de México, Centro de Estudios
Sociolégicos, 2014.

576 p.; 21 em.

ISBN 978-607-46:

5417

1. Guatemala — Condiciones econémicas — Siglo XIX.
2. Guatemala — Condiciones econémicas — Siglo XX. 3. Café
— Aspectos sociales — Guatemala. 4. Agricultura y Estado
— Aspectos sociales — Guatemala. 5. Racismo — Aspectos
sociales — Guatemala — Historia — Siglo XIX. 6. Racismo
— Aspectos sociales — Guatemala — Historia — Siglo XX. 7.
Violencia politica — Aspectos sociales — Guatemala — His-
toria — Siglo XIX. 8. Violencia politica — Aspectos sociales
— Guatemala — Historia — Siglo XX. L t.







OEBPS/images/mapa1-26_fmt.jpeg
Mapa 1. Circuito cafetalero de San Marcos
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Mapa 6. El Estado de Los Altos

Fuente: Hall y Pérez Brignoli, 2003:41.
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Mapa 3. Anexién al Imperio mexicano
de Iturbide, 1822-1823
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Fuente: Hall y Pérez Brignoli, 2003:171.
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